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INTRODUCCIÓN 

Este trabajo analiza la situación en la que se encuentra el pueblo saharaui, estudiando cuál 

fue el origen del conflicto y la sucesión de acontecimientos que han dado como resultado su 

situación actual. La hipótesis que se comprueba en este trabajo consiste en la inacción de la 

comunidad internacional en el conflicto que sufre el pueblo saharaui en el Sáhara Occidental. 

Actualmente existe una situación irregular en el Sáhara Occidental, en la que se encuentran 

involucradas varias partes, principalmente dos, Marruecos y el pueblo saharaui. Cada parte 

defiende una postura y ofrece una justificación para lo que hasta ahora ha sido su manera de 

proceder. Es necesario conocer la historia de la región y estudiar la legitimidad en las razones 

ofrecidas por cada lado para escudriñar profundamente y poder concluir con seguridad acerca de 

la raíz del problema, y cual sea su solución. 

Para ello, se expone la historia de la región del Sáhara Occidental, la actuación de los países 

y organizaciones internacionales más relevantes dentro del conflicto de esta, así como la evolución 

de sus posturas hasta la actualidad. Se recoge la doctrina y la jurisprudencia aplicable en materia 

de Derecho Internacional, estudiando las sentencias de los tribunales internacionales, así como los 

tratados firmados entre países. El objetivo del trabajo es determinar cuál debería haber sido la 

actuación de la comunidad internacional en base al Derecho, para observar su grado de 

cumplimiento y las consecuencias que de ello hayan sucedido.  

 

 ABSTRACT 

This paper analyzes the situation in which the Saharawi people find themselves, studying 

what was the origin of the conflict and the succession of events that have resulted in their current 

situation. The hypothesis that is tested in this work consists in the inaction of the international 

community in the conflict suffered by the Saharawi people in Western Sahara. 

There is an irregular situation in Western Sahara, between Morocco and the Saharawi 

people. Each side defends a position and offers a justification for their decisions until today. It is 

necessary to know the history of the region and to study the legitimacy of the reasons offered by 

each side in order to dig deep and be able to conclude about the root of the problem, and whatever 

it may be the solution. 

It explores the history of the Western Sahara region, and the actions of the most relevant 

countries and international organizations within the conflict in Western Sahara, also, the evolution 

of their positions until today. It collect the doctrine and jurisprudence applicable to international 

law, studying the judgments of international courts as well as treaties signed between countries. 

The purpose of the work is to determine what should have been the action of the international 

community based on the Law, to observe its degree of compliance and the consequences of that. 
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ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN ACTUAL Y SUS ANTECEDENTES 

 . Historia del Sáhara Occidental 

A principios del año 1400, Juan de Bethencourt llega a las Islas Canarias con el derecho de 

conquista otorgado por Enrique III de Castilla. En el transcurso de tiempo en el que llevó a cabo 

sus diferentes conquistas en las islas, hizo incursiones en la costa del continente africano. 

Posteriormente, Diego García de Herrera, construiría una fortaleza que llamaría Santa Cruz de la 

Mar Pequeña, este sería el primer edificio construido por canarios y castellanos en la costa de 

África y representaría el principio de los esfuerzos por parte de la Corona Española de establecerse 

en la región (Siles, 2003). Esta fortaleza ofrecería protección para comerciar y para establecer un 

asentamiento en la zona, convirtiéndose en un punto estratégico para el sueño colonizador español 

(de Reparaz, 1933). En este período, diferentes pueblos africanos cercanos, establecerían una 

relación de vasallaje con la corona de Castilla,  

En el año 1524, tras numerosos ataques a la fortificación por parte de pueblos bereberes, 

los castellanos se ven obligados a huir de la costa africana, perdiendo así, su posesión de aquella 

zona, y progresivamente con el tiempo las relaciones con los pueblos africanos que tenían. 

Durante los siguientes siglos y pese a sus intentos, España no sería capaz de recuperar los 

territorios perdidos, hasta que, en 1860, tras la derrota marroquí en la batalla de Wad-Ras, se firmó 

el tratado de Wad-Ras. Este tratado, supuso no solo el fin de la guerra, sino también las bases para 

la nueva relación entre España y Marruecos (Ruiz de la Serna, 2010). En él se estableció (entre 

otros acuerdos que beneficiaban principalmente a España), que se cedía permanentemente a los 

españoles el territorio en el que se creía que había estado ubicada la fortificación de Santa Cruz de 

la Mar Pequeña, localidad que posteriormente se llamaría Ifni. 

Décadas después, Cánovas del Castillo enviaría tropas españolas encabezadas por Emilio 

Bonelli a las costas africanas, concretamente al Sahara Occidental, estableciendo en 1884, factorías 

entre cabo Bojador y cabo Blanco, que darían lugar a ciudades, consiguiendo también que los 

nativos aceptaran la protección de España. Emitiendo así el Real Decreto del 26 de diciembre de 

1884, en el que Alfonso XII establecía un protectorado de la corona española sobre toda la región 

del Sahara, dando lugar a la colonización por parte de España de esta parte del territorio africano. 

En la Conferencia de Berlín (1885), se realiza el reparto colonial del territorio africano en 

el que la comunidad internacional en la “Carta de colonización del continente africano” atribuye el 

Sahara a España. 

En el año 1945 se crearían las Naciones Unidas, y diez años después, en 1955 España 

ingresaría. 

En 1956 Marruecos conseguiría su independencia, y poco después llevaría a cabo ataques 

militares para intentar anexionarse el Sáhara (entre otros territorios), esto alimentado por el 

concepto del “Gran Marruecos”. Esta idea, llevaría también a que Marruecos reclamara ante la 
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Organización de Naciones Unidas la propiedad de diferentes territorios entre los que se encontraba 

el Sáhara Occidental. 

Como consecuencia de las tensiones militares y políticas por parte de Marruecos y la 

comunidad internacional, España publicó en 1958 en el BOE número 12 un Decreto que convertía 

al Sáhara en provincia española. Esta "fue una maniobra jurídica y política para evitar la creciente 

presión internacional por la descolonización" (Martínez, 2006, pág. 123). Así pues, el embajador 

de España ante las Naciones Unidas expresó que España no tenía territorios no autónomos en 

África, por lo que no cabía aplicar ningún tipo de descolonización al Sáhara, que se convertiría en 

una provincia más del Estado español. 

Los intentos militares de Marruecos por anexionarse territorios se hicieron más notorios por 

lo que España junto con Francia (que también estaba sufriendo las ansias expansionistas 

marroquíes) elaboraron una operación conjunta en 1958, que, tras su éxito, pacificó toda la región. 

Aún con ello, España cedería posteriormente a Marruecos la zona del Cabo Juby, puesto que los 

acuerdos vigentes en ese momento otorgaban su propiedad a Marruecos. 

La asamblea general de la ONU en 1960 aprobó la Declaración sobre la Concesión de la 

Independencia a los Países y Pueblos Coloniales. De esta forma, la ONU instaba al fin de la 

colonización en todas sus expresiones, señalando el derecho de la libre autodeterminación de todos 

los pueblos. Con base en esta declaración, y tras recabar la información que estimó necesaria, la 

ONU finalmente incluye al Sáhara español en la lista de territorios no autónomos que tienen que 

ser descolonizados. 

A finales de 1965, la Asamblea General de la ONU pedía a España que realice los 

preparativos necesarios para liberar al Sáhara. Dos años después, la Asamblea General aprobaba 

una resolución en la que se reclamaba a España por no haber facilitado aún los procesos necesarios 

para la independencia del Sáhara. El gobierno español, por el contrario, llevaba a cabo un proceso 

de mayor “provincialización”, proceso que se describiría como "un acto que contravenía el espíritu 

de la resolución de descolonización de la ONU” (Morillas Gómez, 2011, pág. 210). En este intento 

de provincializar el Sáhara Occidental, se procuraba mediante diferentes mecanismos dar mayor 

apariencia al Sáhara de ser una parte de España, e intentaba hacer ver que el pueblo saharaui, 

además de ser parte igual con el resto de los españoles, no querían la independencia. Este no sería 

más que un “intento de perpetuar el colonialismo bajo un disfraz administrativo" (Ruiz Miguel, 

2008, pág. 89). 

La realidad era que los saharauis no vivían como el resto de los españoles, no recibían las 

mismas oportunidades ni tampoco las mismas prestaciones para desarrollarse. Siendo que los 

saharauis sintieron que España no estaba viendo por su independencia, y habiendo visto como otros 

territorios con situación similar habían terminado anexionados a terceros países, surge en el Sáhara 

un movimiento nacionalista. 

En el año 1969 surgiría el “Harakat Tahrir”, también conocido como el Movimiento de 

Liberación Saharaui, liderado como un movimiento pacífico por Basiri, quien sería detenido y 

desaparecido al año siguiente. Aparecería entonces Luali, que conseguiría aunar las diferentes 

tribus saharauis bajo una misma dirección. Poco después surgiría también un grupo de resistencia 
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liderado por Gali. Luali y Gali se reunirían en 1973 dando lugar al Frente Popular de Liberación 

de Saguia El Hamra y Río de Oro, más conocido como el Frente Polisario. 

En 1975 el gobierno español se disponía a crear un estatuto de autonomía para el Sáhara 

Occidental como parte de España, pero el 12 de mayo Naciones Unidas envió una misión al Sáhara 

para estudiar la situación de la región y conocer la realidad de la gente que allí vivía, con el fin de 

recabar la información necesaria para que el Consejo de Seguridad analizara el problema y pudiera 

desarrollar una solución al conflicto. El resultado fue un informe en el que se reflejaba que la 

principal fuerza política del territorio era el Frente Polisario, y que la población saharaui se oponía 

contundentemente a las reivindicaciones anexionistas de Marruecos y Mauritania. Como 

consecuencia de este informe, España aceptó el otorgarle al Sáhara un referéndum de libre 

autodeterminación, y dispusieron los preparativos para el mismo. 

El 16 de octubre de 1975 la Corte Internacional de Justicia declaró en contra de las 

reivindicaciones anexionistas por parte de Marruecos y Mauritania sobre la región del Sáhara 

Occidental alegando que no existían vínculos, sino solamente lazos religiosos. Así, la Corte 

Internacional de Justicia le estaba dando al pueblo saharaui el derecho “a decidir su propio futuro” 

(Cembrero, 2006, pág. 89). El 25 de octubre, España publicó el proyecto para la descolonización 

del Sáhara. 

El 6 de noviembre, con el dictador español Francisco Franco agonizando, Marruecos 

llevaría a cabo la Marcha Verde, invadiendo el Sáhara con más de 350.000 marroquíes entre los 

que se encontraban militares camuflados entre la población civil. El Consejo General de las 

Naciones Unidas hizo un llamamiento al cese de esta invasión, que de nada sirvió. 

El 14 de noviembre, en los últimos días de la dictadura española, se firmarían los Acuerdos 

Tripartitos de Madrid. En ellos, se acordó la retirada del ejército español del Sáhara Occidental, 

para su entrega a Marruecos y Mauritania, quienes procederían a su invasión. El Consejo de 

Seguridad de la ONU (Resolución 380/1975) condenó la invasión llamando a la inmediata retirada 

de los invasores. El pueblo saharaui, vulnerable en mitad de una guerra entre Marruecos, 

Mauritania y el Frente Polisario, huyó intentando encontrar refugio. Muchos saharauis fueron 

bombardeados durante la huida a cargo de aviones marroquíes por fósforo blanco y napalm, otros 

lograron llegar a territorio argelino donde aún hoy residen en campos de refugiados. 

El 27 de febrero de 1976 el Consejo Nacional Saharaui proclamó la República Árabe 

Saharaui Democrática, esto “representó un paso decisivo en la lucha del pueblo saharaui por la 

autodeterminación y la independencia” (Miguel, 2005, pág. 178), aunque “su reconocimiento sigue 

siendo un tema controvertido en el ámbito diplomático” (Morillas Gómez, 2011, pág. 134). 

Posteriormente la RASD proclamaría su adhesión a la ONU, OUA y Liga Árabe, además de a la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos.  

Pese a su declaración como Estado independiente, dos tercios del territorio serían invadidos 

por Marruecos y el territorio restante sería invadido por Mauritania. En 1978 y como consecuencia 

de diferentes enfrentamientos armados, Mauritania firmaría la paz con el Gobierno saharaui, y se 

retiraría del territorio, situación que Marruecos aprovecharía para expandir su invasión a la región 

de la que Mauritania se estaba retirando. Después de esta segunda invasión por parte de Marruecos, 

la Asamblea General de la ONU emitió la Resolución 3437 en el que declaraba “el derecho 
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inalienable del pueblo de Sáhara Occidental a la libre determinación y a la independencia de 

conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas y de la Carta de la 

Organización de la Unidad Africana y con los objetivos de la Resolución 1514 (XV) de la 

Asamblea General…”. 

En el escenario internacional, la República Árabe Saharaui Democrática (RASD) sería 

reconocida como Estado por unos pocos países. En 1984 se convirtió e miembro pleno de la 

Organización para la Unidad Africana, esto supondría un evento muy importante para el pueblo 

saharaui en su lucha por ser respetado y reconocido como pueblo soberano por el resto de naciones 

(Shelley, 2004, pág. 45). Tras su disolución de la OUA sería uno de los miembros fundadores de la 

Unión Africana. 

El 20 de septiembre de 1988 el Consejo de Seguridad en su Resolución 621, autorizaría una 

visita al Sáhara Occidental para elaborar un informe para la celebración de un referéndum, en el 

que además se hacía mención explícita de la supervisión de la ONU en colaboración con la 

Organización de la Unidad Africana. En este Plan de Arreglo, se llevaría a cabo la votación 

tomando como base el último censo que realizó España en 1974. El 22 de noviembre de 1988, la 

Asamblea General de las Naciones Unidas aprobaría la Resolución 43/33, en la que se volvía a 

señalar el derecho a la independencia y libre autodeterminación del pueblo saharaui, insistiendo en 

la necesidad de un alto al fuego entre el Frente Polisario y Marruecos. A principios del año 1989 el 

presidente de Jefes de Estado y de Gobierno de la Organización para la Unidad Africana, y el 

Secretario General de la ONU, ampararon una reunión entre Marruecos y el Frente Polisario en el 

que se acordó llegar a la pacificación del territorio y llevar a cabo un referéndum de 

autodeterminación. Al año siguiente, el Consejo de Seguridad aprobaría el plan de arreglo a través 

de la Resolución 658 de 17 de junio de 1990. 

Continuando con el proceso, el 29 de abril de 1991 se crea la MINURSO (Misión de 

Naciones Unidas para el Referéndum en el Sáhara Occidental), que de haber sucedido el 

referéndum, esta misión habría sido uno de los esfuerzos más determinantes en el proceso (Zoubir, 

2008, pág. 230). En el referéndum se ofrecerían dos opciones: ser un Estado independiente; o 

formar parte de Marruecos. A finales de 1999 se concluyó el censo dando como resultado 86.386 

saharauis con derecho a voto. Cuando se anunció el final del censo, Marruecos decidió abandonar 

el “Plan de Arreglo”, sabiendo que de celebrarse el referéndum podría perder definitivamente la 

oportunidad de controlar el territorio. Este movimiento por parte de Marruecos supone un desafío 

directo a todo el trabajo realizado por parte de la comunidad internacional para alcanzar una 

solución satisfactoria para el pueblo saharaui (Art, 2007, pág. 250), a la vez que muestra la profunda 

complejidad del conflicto, ante la cual, autores como Erik Jensen, proponen que la comunidad 

internacional debe flexibilizar su postura y renovar su visión respecto a la posible solución al 

conflicto (Jensen, 2005, pág. 112). 

El 13 de noviembre de 2020, estando aún bajo el acuerdo de alto el fuego, Marruecos ataca 

a población civil saharaui en una manifestación pacífica. Como consecuencia, un día después el 

RASD anunciaría el fin del alto el fuego entre el Frente Polisario y Marruecos. 
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POSICIONAMIENTO EN EL CONFLICTO DE DIFERENTES AGENTES EN EL 

PANORAMA INTERNACIONAL 

 . España  

En el Decreto del 4 de julio de 1958 sobre ordenación del litoral de los Territorios del África 

Occidental Española, el gobierno de España se refiere a la región del Sáhara occidental como 

“Sáhara Español”, y le otorga la posición de “provincia marítima de segunda clase” dentro del 

Estado español. Queda así reflejada la condición de colonia española que tendría el Sáhara en ese 

momento. 

En 1961 España le confiere al Sáhara Español la condición de Provincia, otorgándole los 

mecanismos y estructuras necesarias para que se lleve a cabo su representación y funcionamiento 

como la provincia número 53 del Estado español. 

Aunque en el propio texto se puede ver reconocido que el Sáhara tenía “peculiar carácter”, 

se iguala (supuestamente) su condición al de cualquier otra provincia española, así como la de los 

derechos que al menos teóricamente tendrían los españoles saharauis de la región, tales como haber 

podido votar en el importante referéndum nacional para la aprobación de la Ley Orgánica del 

Estado de 1967. 

España, habiendo ya ingresado en las Naciones Unidas, y habiendo firmado la Carta de las 

Naciones que publicó en el BOE el año 1990, asumiría la realidad del Sáhara español como colonia, 

reconociendo su obligación de descolonizarla (Ojeda-García, 2017, pág. 45),  y aceptando su papel 

de potencia administradora. Podemos ver esto reflejado en la Ley 40/1975, de 19 de noviembre, 

sobre descolonización del Sáhara.  

De acuerdo con la Carta de las Naciones que España había firmado, al ser potencia 

administradora, España pasaba a tener la responsabilidad legal de facilitar el proceso de 

descolonización del Sáhara Occidental (Ojeda-García, 2017, pág. 45). Esto se refleja en la misma 

carta, que establece como obligación para las potencias administradoras en su artículo 73 “a 

asegurar, con el debido respeto a la cultura de los pueblos respectivos, su adelanto político, 

económico, social y educativo, el justo tratamiento de dichos pueblos y su protección contra todo 

abuso; a desarrollar el gobierno propio, a tener debidamente en cuenta las aspiraciones políticas de 

los pueblos, y a ayudarlos en el desenvolvimiento progresivo de sus libres instituciones políticas, 

de acuerdo con las circunstancias especiales de cada territorio, de sus pueblos y de sus distintos 

grados de adelanto; a promover la paz y la seguridad internacionales; a promover medidas 

constructivas de desarrollo, estimular la investigación, y cooperar unos con otros y, cuando y donde 

fuere del caso, con organismos internacionales especializados, para conseguir la realización 

práctica de los propósitos de carácter social, económico y científico expresados en este artículo; y 

[…]” (NacionesUnidas, 1945, pág. 3). 

Pese a ello, el mismo mes en el que se publicó la ley de descolonización del Sáhara, se 

llevaría a cabo la Marcha Verde y se firmarían también los acuerdos tripartitos de Madrid. En esta 

declaración de Principios firmada con Marruecos y Mauritania, se acordó entre otras cosas, que 

España saldría de forma definitiva del Sáhara en 1976; que se respetaría la voluntad del pueblo 
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saharaui manifestada por la Yemáa; y que en el acuerdo se reflejaba la aplicación del artículo 33 

de la Carta de las Naciones (capítulo respecto al arreglo pacífico de controversias), informando los 

tres países a las Naciones unidas del avance de las decisiones y la situación. Respecto de este 

acuerdo, lo poco que se cumpliría sería en relación con el abandono de la zona por parte de España, 

no se respetaría la voluntad del pueblo saharaui, ni tan siquiera se respetarían sus derechos humanos 

más básicos, no existiría ningún arreglo pacífico para la controversia, como tampoco las Naciones 

Unidas darían por válido lo acordado, condenando además los posteriores episodios relacionados 

con el destino del Sáhara y el papel de España, Marruecos y Mauritania. 

En las décadas siguientes, diferentes sentencias por parte del Tribunal Supremo, la 

Audiencia Nacional, y el Tribunal General (29 de septiembre del 2021) reconocerían la pertenencia 

del Sáhara al Estado español y el derecho del pueblo saharaui a la libre autodeterminación. En la 

Sentencia de 7 de noviembre de 1999, sala tercera de lo Contencioso Administrativo del TS, se 

concluiría que el Sáhara era un “territorio sometido a la autoridad del Estado español” (Sentencia 

de 7 de noviembre, 1999). El Auto número 40 / 2014, Juzgado Central de Instrucción número 2, 

Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional determinaría en sus conclusiones respecto de la 

responsabilidad sobre el territorio del Sáhara: “En definitiva España de iure, aunque no de facto, 

sigue siendo la Potencia Administradora, y como tal, hasta que finalice el periodo de la 

descolonización, tiene las obligaciones recogidas en los artículos 73 y 74 de la Carta de Naciones 

Unidas” (Auto 40/2014, 2014). 

Con todo ello, el gobierno español se ha manifestado en línea con las resoluciones de la 

ONU, posicionándose a favor de una solución política al conflicto que sea acorde a los principios 

de la Carta de las Naciones. Pese a esto, respecto de su responsabilidad con la descolonización del 

territorio, cuando fue preguntado en el parlamento el año 2021 su respuesta fue asegurar que la 

postura de España ha sido “constante”, que “España se considera desligada de toda responsabilidad 

de carácter internacional con relación a la administración del Sáhara Occidental desde la carta 

enviada el 26 de febrero de 1976 por el representante permanente de España ante Naciones Unidas 

al secretario general de Naciones Unidas”. 

Recientemente, y en contra de la posición que España había mantenido hasta el momento, 

el 14 de marzo de 2022 el presidente del gobierno Pedro Sánchez se posicionó a favor de que el 

Sáhara Occidental sea anexionado al Estado Marroquí. Lo hizo a través de una carta al rey de 

Marruecos Mohamed VI, que se conoció en España gracias a que el gobierno marroquí la publicó 

y no porque Pedro Sánchez compartiera este cambio de postura en comparecencia o informando a 

las Cortes. En dicha carta, el presidente español expone: “Reconozco la importancia que tiene la 

cuestión del Sáhara Occidental para Marruecos y los esfuerzos serios y creíbles de Marruecos, en 

el marco de Naciones Unidas, para encontrar una solución mutuamente aceptable. En este sentido, 

España considera que la propuesta marroquí de autonomía presentada en 2007 como la base más 

seria, creíble y realista para la resolución de este diferendo”. Como expresa el catedrático en 

Filosofía del Derecho y experto en Derecho Internacional Javier de Lucas, "este cambio de postura 

supone una violación de los principios de autodeterminación establecidos por la ONU y puede 

tener graves repercusiones tanto para la política exterior española como para la situación en el 

Sáhara Occidental" (Lucas, 2023), es una traición hacia el pueblo saharaui (Soroeta, 2023). 

Como resultado de esta carta, y por lo que el presidente del gobierno en nombre de España 

expresa, actualmente España está a favor de la adhesión del Sáhara Occidental al Estado de 
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Marruecos, sin que exista ningún ejercicio de libre determinación por parte del pueblo saharaui, ni 

tampoco ninguna responsabilidad por parte de España respecto de las obligaciones a las que se 

comprometió para garantizar los derechos, la seguridad y la descolonización del Sáhara. 

 . ONU 

En 1960, las Naciones Unidas publicarían su resolución 1514 Declaración sobre la 

concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales, en la que, haciendo mención al 

contenido y al espíritu de la Carta de las Naciones Unidas, se haría una proclamación para acabar 

con el colonialismo “en todas sus formas y manifestaciones” (Naciones Unidas, Declaración sobre 

la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales, 1960). Este es el camino que 

marca el Derecho Internacional, cuya doctrina establece que “Un Territorio No Autónomo (TNA) 

en proceso de descolonización, y su resolución debe realizarse dentro del Derecho Internacional y 

con ajustes a las pautas de las Naciones Unidas establecidas en su Carta Magna y en la consagrada 

Resolución 1514 de la Descolonización” (Miranda, 2022). 

En 1965, las Naciones Unidas publicarían la resolución 2072 Cuestión de Ifni y el Sáhara 

Español, aprobada pese al voto en contra de España. En ella, se le pedía expresamente al gobierno 

español, que terminara con la “dominación colonial”, e hiciera los preparativos necesarios para 

solucionar los conflictos de soberanía del Sáhara Occidental.  

Esa ha sido siempre la postura de las Naciones Unidas en lo referente a la solución del 

conflicto en el Sáhara Occidental, a favor de su derecho a la libre determinación, en favor de 

proteger los derechos humanos del pueblo saharaui y en contra de cualquier expresión de 

colonialismo u opresión sobre los saharauis. En la doctrina se ha defendido que “el pueblo saharaui 

tiene derecho a la autodeterminación, y un referéndum es la única solución que sería justa para el 

pueblo saharaui” (Galindo, 2022). En esa línea, por medio siglo, el Consejo de Seguridad de la 

ONU ha publicado 74 resoluciones buscando solucionar el conflicto, además de las decenas de 

resoluciones de la Asamblea General y de los muchos más informes redactados por el Secretario 

General de la ONU. 

Durante la Marcha Verde en 1975, la ONU se pronunció condenando la acción, tachando a 

la misma de agresión y pidiendo a Marruecos que se produjera una retirada inmediata de los cientos 

de miles de personas que había introducido en la región. Llamamiento por parte de la ONU que no 

tuvo ningún efecto en los acontecimientos. En la doctrina, el profesor de Derecho Internacional 

(Soroeta J. , 2023) escribiría: “la Marcha Verde constituyó una flagrante violación del derecho 

internacional al forzar la descolonización del Sáhara Occidental sin un referéndum de 

autodeterminación, contraviniendo las resoluciones de la ONU que protegen el derecho de los 

pueblos a decidir su propio futuro". En ese mismo año la ONU pidió a la Corte Internacional de 

Justicia una opinión consultiva que finalizó concluyendo que la soberanía del Sáhara Occidental le 

correspondía decidirla al pueblo saharaui, y que las argumentaciones expuestas por Marruecos para 

justificar anexionarse la región, carecían de todo valor o legitimidad. 

En 1979 la ONU publicaría la resolución 34/37 Cuestión del Sáhara Occidental, en la que 

se celebraría el acuerdo de paz entre Mauritania y el Frente Popular para la liberación de Saguia 

el-Hamra y de Río de Oro; se reiteraría la condena a Marruecos por la ocupación del territorio; y 
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se reconocería la legitimidad de la lucha del Frente Polisario para lograr su derecho a la libre 

determinación y la independencia. 

Después de una década y media de guerra, auspiciados por las Naciones Unidas y la 

Organización para la Unidad Africana (OUA), el Frente Polisario y Marruecos se reunieron y 

después de un alto el fuego, acordaron un Plan de arreglo. Dicho Plan de arreglo, consistía en llevar 

a cabo la preparación de un referéndum en el que el pueblo saharaui podría elegir entre ser un 

Estado independiente o integrarse dentro de Marruecos. Para ello, la ONU creó la Misión de las 

Naciones Unidas para el Referéndum del Sáhara Occidental (MINURSO). Por los siguientes años, 

la ONU a través del trabajo de la MINURSO instó a que se celebrara un referéndum que finalmente 

nunca llegó. 

En el año 2000, después de una reunión infructuosa entre el Frente Polisario y el gobierno 

de Marruecos, tras haber publicado también diferentes resoluciones, la ONU publica la resolución 

1309, en la que expone con claridad su apoyo a los intentos de celebrar un referéndum de libre 

determinación, a la vez que expresa la expectativa de que ambas partes lleguen, aunque sea a “una 

solución política que sea mutuamente aceptable de su controversia respecto del Sáhara Occidental” 

(ONU, 2003). 

En los sucesivos años, la MINURSO elaboró diferentes ideas para resolver el conflicto 

como el Plan Barker o el Plan Barker II, que no contaron necesariamente con un apoyo total por 

parte del Frente Polisario y que de todas maneras no se llegarían a ejecutar por la oposición de 

Marruecos. 

En el año 2020, el Consejo de Seguridad de la ONU publicó la resolución 2548 en la que 

exhorta al Frente Polisario y a Marruecos a que reanuden las negociaciones “con miras a lograr una 

solución política justa, duradera y aceptable para todas que prevea la libre determinación del pueblo 

del Sáhara Occidental” (ONU, 2020). El mismo año Marruecos violaría el acuerdo de alto el fuego 

atacando a saharauis que se manifestaban pacíficamente, dando lugar como consecuencia a que el 

Frente Polisario actuara en defensa del pueblo saharaui y comunicara su retirada oficial del alto al 

fuego. El siguiente año, la ONU publicaría su resolución 2602 en la que recordaría y reafirmaría 

diferentes resoluciones previas, y volvería a exhortar a ambas partes a que reanuden las 

negociaciones considerando los esfuerzos realizados hasta el momento para la obtención de una 

solución política que “prevea la libre determinación del pueblo del Sáhara Occidental” (ONU, 

2021). 

Actualmente la ONU sostiene una postura en favor de la defensa de los derechos humanos 

del pueblo saharaui, abogando por el fin de toda forma de colonización u ocupación sobre el Sáhara 

Occidental, al que considera como uno de los 17 territorios pendientes de descolonizar. 

Respecto de quien tenga la soberanía del Sáhara Occidental, la ONU declaro nulo el 

Acuerdo Tripartito de Madrid, alegando que España no podía trasladar su condición de potencia 

administradora por sí sola a ninguno de los signatarios, considerándose entonces (al menos de iure) 

a España como potencia administradora, aunque no figure como tal en su lista de territorios no 

autónomos. En la doctrina se escribiría que "los llamados ‘Acuerdos de Madrid’ para entregar el 

Sáhara son ‘inmorales, ilegales y políticamente suicidas’. Inmorales porque se gestaron en el 

engaño: por un lado, del Gobierno español tanto a su propia diplomacia como a la opinión pública 
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española y al pueblo saharaui; por otro, del Gobierno marroquí al español. Ilegales, porque se 

concibieron en y para la vulneración del Derecho Internacional. Políticamente suicidas, porque 

hipotecaron para decenios la política exterior española y el futuro del pueblo saharaui" (Miguel, 

Los Acuerdos de Madrid, inmorales, ilegales y políticamente suicidas., 2005). 

La ONU, pese a haber ido reduciendo sus expectativas en cuanto al referéndum para el 

pueblo saharaui, defiende su derecho a la libre determinación e independencia, a través de un 

entendimiento político pacífico entre las partes del conflicto. 

 . Marruecos 

En las primeras décadas del siglo XX, nacería el ideario del “Gran Marruecos”, que, tras la 

independencia del Estado marroquí en 1956, sería desarrollada y propagada por el partido 

nacionalista Istiqlal. Esta idea expansionista consistía en el imaginario de un Marruecos que 

abarcara todos los territorios que en algún momento de la historia hubiera llegado a poseer alguna 

antigua dinastía o sultán que, quienes sostenían estas ideas, consideraran vinculados a la historia 

de Marruecos. Entre otros muchos territorios africanos, el Sáhara Occidental, estaba comprendido 

dentro del ideario del Gran Marruecos, por lo que, desde la fundación del Estado marroquí, este, 

ha querido anexionarse su territorio. 

Cuando España finalmente accedió a descolonizar el “Sáhara Español” y celebrar un 

referéndum, Marruecos presionó como pudo para que ello no llegara a suceder, puesto que, de 

celebrarse el referéndum, perdería toda oportunidad de anexionarse el Sáhara Occidental. 

Marruecos propuso a la Asamblea General hacer una consulta al Tribunal Internacional de Justicia 

de la Haya para que dictaminara si el Sáhara Occidental podía considerarse un territorio sin dueño, 

y para que resolviera si existía una relación de soberanía respecto del Sáhara con Marruecos y 

Mauritania, afirmando, que respetaría la sentencia del Tribunal y aceptaría el referéndum de libre 

determinación si así procedía. Mientras el Tribunal preparaba el caso, Marruecos convenció a 

Estados Unidos y Francia (entre otros) de que, si el Sáhara Occidental se independizaba, terminaría 

siendo un país comunista, pudiendo desestabilizar la zona, suponiendo una amenaza (Mundy, 2010, 

pág. 123). Pese a lograr el apoyo expreso de aliados importantes en la ONU, finalmente el Tribunal 

Internacional de Justicia de la Haya dictaminó que el Sáhara Occidental no se podía entender como 

un territorio sin dueño ni tampoco existían lazos de soberanía territorial entre el Sáhara y el Reino 

de Marruecos o Mauritania, por lo que, no había motivos para “modificar la aplicación de la 

resolución 1514 (XV) en lo que se refiere a la descolonización del Sáhara Occidental y, en 

particular, a la aplicación del principio a la libre determinación mediante la expresión libre y 

auténtica de la voluntad de las poblaciones del territorio” (Dictamen consultivo sobre el Sáhara 

Occidental., 1975). 

Como consecuencia de la sentencia del Tribunal de Justicia Internacional, y la negativa por 

parte de Marruecos a aceptar que se celebrara el referéndum, en 1975 el Estado Marroquí ejecutó 

la denominada Marcha Verde, una invasión de más de 300.000 ciudadanos marroquís entre los que 

se escondían militares que entraron y ocuparon el Sáhara Occidental, celebrando lo que para 

Marruecos fue el inicio de la recuperación de un territorio que les correspondía. Como 

consecuencia de la presión ejercida mediante esta acción, Marruecos lograría firmar una 

Declaración de principios con España y Mauritania que se denominó “los Acuerdos Tripartitos”, 
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que consistiría en un abandono de la región por parte de España en favor de Marruecos y 

Mauritania. 

Tras la Marcha Verde, Marruecos continuó mediante diferentes acciones su expansión por 

el Sáhara Occidental, llevando a cabo conflictos armados contra Mauritania y el Frente Polisario 

principalmente. Realizó una explotación de los recursos naturales de la zona que ocupaba, y 

construyó el llamado “muro de la vergüenza” que dividía la región para facilitar su control y 

defensa militar. Este muro supondría otra violación más del Derecho Internacional, tal y como el 

jurista  (Hagen, 2015, pág. 53)  expresa: “La construcción y el mantenimiento del 'Muro de la 

Vergüenza' marroquí en el Sáhara Occidental representan una violación flagrante del derecho 

internacional, en particular de los principios de libre determinación y respeto de los territorios no 

autónomos consagrados en la Carta de las Naciones Unidas y otros instrumentos jurídicos 

internacionales”. Marruecos expuso delante de las Naciones Unidas que el pueblo marroquí está 

unido al pueblo saharaui, con quien comparte sus raíces y vínculos de todo tipo, argumentos que 

serían rechazados por la ONU tras el informe del enviado especial al que hicieron viajar a la región 

para investigar este asunto. 

En 1984 Marruecos salió de la Organización para la Unidad Africana (OUA) debido a la 

admisión de la República Árabe Saharaui Democrática (RASD) como miembro de la organización. 

Después de muchos años de enfrentamientos armados, Marruecos y el Frente Polisario 

acordarían un alto el fuego y firmarían en 1991 el “Plan de Arreglo”, en el que se acordaba la 

celebración de un referéndum para el pueblo saharaui y se creaba una misión de la ONU para llevar 

a cabo su cumplimiento. Marruecos inicialmente aceptaría expresamente el derecho de 

autodeterminación del pueblo saharaui, posteriormente abandonaría el Plan de Arreglo y dicho 

referéndum nunca sucedería. Con la salida de Marruecos del Plan de Arreglo, se reflejaba que el 

principal obstáculo para que dicho plan funcionara, era que una de las principales partes no estaba 

interesada en que sucediera (Zune, 2002, pág. 45). 

Los siguientes años Marruecos seguiría reclamando su legitimidad sobre el territorio del 

Sáhara Occidental frente a la comunidad internacional, contando con apoyos como los de Estados 

Unidos o Francia, logrando presionar a diferentes países que ya habían reconocido a la República 

Árabe Saharaui Democrática como un Estado, para que “retiraran” su reconocimiento.  

Como consecuencia del rechazo al plan Baker II, y reaccionando también a la presión 

internacional por el apoyo hacia dicho plan presentado por la ONU, Marruecos presentaría por 

primera vez un proyecto (Reino de Marruecos, 2003)  para la creación de la Región Autónoma del 

Sáhara (RAS) en 2003. Dicha propuesta, consistiría esencialmente en convertir al Sáhara 

Occidental en una autonomía sujeta a la autoridad del Estado marroquí, quien le otorgaría ciertas 

competencias para el gobierno local. Marruecos presentaría esta propuesta con el respaldo de su 

rey Mohamed VI en las Naciones Unidas, con la intención de celebrar un referéndum en la región 

para la aprobación de este. La ONU, pese a percibir ciertos avances por parte de Marruecos en 

línea con sus resoluciones, rechazó esta propuesta puesto que atentaba contra el derecho a la libre 

determinación del pueblo saharaui impidiéndoles elegir una alternativa que les permitiera ser 

independientes si así lo decidían. Marruecos en 2004 rechazó oficialmente el Plan Baker por estar 

en desacuerdo en el mismo punto, pues no aceptaba el principio de autodeterminación que Baker 

proponía en línea con las resoluciones de la ONU. 
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En 2007, Marruecos tendría la iniciativa de hacer otra propuesta (Reino de Marruecos, 

2007) para solucionar el conflicto a través de convertir al Sáhara Occidental en una autonomía 

dentro de Marruecos. En esta propuesta, Marruecos reconocía el derecho a la autodeterminación 

del pueblo saharaui para decidir ser una autonomía, pero siempre entendiendo que está bajo la 

soberanía marroquí, como parte de la unidad nacional del Estado de Marruecos. Le concedía 

también algunas competencias residuales, pero como en la propuesta de 2003, se reservaba para el 

gobierno central marroquí las competencias de explotación de recursos naturales, justicia y policía 

local entre otras. A esta propuesta de Marruecos, las Naciones Unidas le encontraron incluso más 

inconvenientes que a la anterior, en ella de nuevo no se abordaba “adecuadamente el derecho a la 

autodeterminación del pueblo saharaui según lo estipulado por el derecho internacional” (Zunes, 

2007, pág. 280). Esta propuesta también fue rechazada. 

Actualmente, Marruecos considera que el Sáhara Occidental está bajo su soberanía y 

pertenece legítimamente a la unidad nacional del Estado marroquí, aunque para muchos, su 

presencia allí abra diferentes planteamientos respecto del Derecho Internacional (Jensen, Western 

Sahara: Anatomy of a Stalemate?, 2005). Lleva a cabo una explotación de los recursos naturales 

en la zona que ocupa, donde también tiene de facto, la dominación del territorio. En su postura, 

cuenta con el apoyo de diferentes países en la comunidad internacional. 

 . Pueblo Saharaui 

Como ya hemos visto, el Sáhara Occidental formaba parte de España cuando esta entró a 

formar parte de las Naciones Unidas. En 1966 la ONU aprobó una resolución pidiendo a España 

que descolonice el Sáhara, a lo que España respondió “provincializando” la región para alegar ante 

la comunidad internacional que el Sáhara Occidental era una provincia de España y no una colonia. 

En este intento de fingir que el Sáhara español formaba parte de la unidad nacional, en 1967 el 

gobierno español creo la Asamblea General del Sáhara, también llamada Yemáa. Esta estaba 

formada principalmente por los chiuj que eran los jefes de las tribus que componen el pueblo 

saharaui, y se suponía que era un órgano para expresar la voluntad de los saharauis. La realidad era 

que la Yemáa no tenía ninguna función legislativa sino más bien consultiva para ciertos asuntos, 

“fue un intento de establecer una estructura administrativa local” (Zoubir Y. H., 1990, pág. 230). 

En su intento por no descolonizar el Sáhara y frente a las resoluciones de las Naciones 

Unidas, la Yemáa, todavía bajo influencia del gobierno español, expresaría lo siguiente: “El pueblo 

saharaui declara que quiere seguir unido al Estado español, pero ello no excluye la posibilidad de 

acceder en el futuro a una independencia total, pidiéndola a España, cuando dispongamos de los 

dirigentes competentes y de los medios económicos adecuados”. 

En el año 1966, Bassiri, un chico joven perteneciente al pueblo saharaui que había tenido 

la oportunidad de estudiar Periodismo en la Universidad de El Cairo, fundaría en Marruecos un 

periódico que llamó “Al-Shihab”, marcado por un sentimiento nacionalista saharaui, que se 

convertiría en un canal para expresar el deseo del pueblo saharaui de tener un Estado propio, al 

mismo tiempo que alentaba a los saharauis a movilizarse para conseguirlo (Jensen, 2005). 

Alrededor de Bassiri iría apareciendo un grupo de personas con ideas parecidas a las suyas, que 

escribirían una carta al Gobierno General del Sáhara en la que pedirían que el Sáhara Occidental 
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tuviera un autogobierno protegido por España en sus primeros años, rechazando para este proceso 

cualquier intervención externa, dando lugar así al inicio de un movimiento nacionalista. 

Muy poco después, este movimiento nacionalista se convertiría en un movimiento político 

organizado presente en todo el territorio, que contaría con el apoyo y participación de miles de 

saharauis. En 1969 Bassiri fundaría la Organización de Vanguardia para la Liberación de Saguia el 

Hamra y Río de Oro, también conocido como Movimiento de Liberación del Sáhara, esto “marcó 

el comienzo de una resistencia organizada” (Pazzanita, 2006, pág. 45). Este movimiento rechazaba 

a la Yemáa como órgano representativo del pueblo saharaui, puesto que apostaban por la 

modernización de la región, y la Yemáa se basada en una estructura social tribal, que consideraban 

que entorpecía el desarrollo político del Sáhara Occidental, además, los chiuj que la componían 

actuaban bajo influencia de España y no movidos por los intereses saharauis. 

En 1970 debido a la presión internacional España organizó en el Sáhara una manifestación 

a favor de pertenecer al Estado español, por su parte, el Movimiento de Liberación del Sáhara 

(MLS) organizó otra manifestación el mismo día para expresar su deseo de independencia. Frente 

a esto, el Gobernador exigió a la MLS acabar con la concentración o hacer que se una a la 

manifestación en favor de pertenecer a España, obteniendo una negativa como respuesta. La 

reacción de España fue abrir fuego contra los manifestantes del MLS causando tres muertos y 

decenas de heridos, además de detener a Bassiri, quien según testigos compañeros de prisión, fue 

brutalmente golpeado en diversos interrogatorios y nunca volvió a ser visto. Este acontecimiento 

sería recordado como el “grito de Zemla”, el cual para el pueblo saharaui significó “la importancia 

del principio de autodeterminación en el derecho internacional, desafiando la ocupación colonial 

española y sentando las bases para la futura resistencia contra la ocupación marroquí" (Zoubir, 

1990). 

Tras lo acontecido en el “grito de Zemla”, los saharauis pensaron que para lograr su 

independencia sería necesaria la acción armada además de la acción política y en 1973 se fundaría 

el Frente Popular de Liberación de Saguía el Hamra y Río de Oro (Frente Polisario), que entraría 

en guerra contra España hasta que esta saliera de la región en 1975. Después de esto, el Frente 

Polisario llevaría a cabo algún ataque y atentado contra ciudadanos canarios hasta 1986. 

Durante estos últimos años en los que España todavía estaba presente en el territorio, se 

estaba realizando un censo para celebrar el referéndum que Franco había accedido a celebrar como 

consecuencia de las presiones por parte de la ONU. Los saharauis esperaban poder expresar por fin 

su voluntad a través del derecho a la libre determinación. 

En noviembre de 1975, Marruecos llevaría a cabo la Marcha Verde, una invasión de más de 

300.000 civiles marroquís con 25.000 militares escondidos que entraron al Sáhara a pie con 

banderas de Marruecos y Coranes en las manos. Marruecos la presentó al mundo como una marcha 

pacífica pero lo cierto es que el ejército marroquí ya había ocupado posiciones estratégicas para 

evitar que Argelia pudiera intervenir en ayuda del pueblo saharaui, y detrás de los cientos de miles 

de civiles supuestamente inofensivos, Marruecos estaba ocupando militarmente el territorio. Se 

produjeron violaciones de los derechos humanos hacia los saharauis, entrando violentamente en 

sus domicilios, llevando a cabo agresiones, violaciones, asesinatos y torturas. En apenas dos meses, 

se produjo un exilio de unos 40.000 saharauis que huyeron al desierto escapando de la ocupación 

marroquí. En la doctrina se defendería que "la Marcha Verde no solo fue una estrategia política de 
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Marruecos para ocupar el Sáhara Occidental, sino que también involucró violaciones significativas 

de derechos humanos, incluyendo el desplazamiento forzado de la población saharaui y la represión 

violenta de cualquier forma de resistencia" (Vilar, 2012, pág. 102). Siendo que en el norte estaba 

Marruecos, en el sur Mauritania y en el Oeste el océano, los saharauis marcharon al este, 

asentándose en campos de refugiados “temporales” en territorio argelino y en territorio saharaui 

provistos por el Frente Polisario. La mayoría de los exiliados eran ancianos y niños, no se conoce 

la cifra con precisión, pero murieron cientos de personas por las condiciones del desierto y por los 

bombardeos que Marruecos llevó a cabo con napalm y fosfato blanco a los grupos de personas que 

huían en el desierto. 

Tras el acuerdo Tripartito de Madrid, el pueblo saharaui vio a España como principal 

responsable por su precaria e injusta situación, al haberle abandonado y vendido a Marruecos y 

Mauritania. En el año 1976, el momento en el que España (potencia administradora) sacó sus 

soldados de la región, el pueblo saharaui proclamó la República Árabe Saharaui Democrática 

(RASD), expresando así sus deseos de independencia. A la vez proclamaba su adhesión a la Liga 

Árabe, la ONU, la Organización para la Unidad Africana y a la Declaración Universal de los 

Derechos del Hombre. Ese mismo año se formaría el primer gobierno de la RASD, y se elaboraría 

su primera constitución. 

Desde su formación, la RASD ha estado en guerra, combatiendo a través del Frente 

Polisario. En 1978 la RASD celebró su victoria frente a Mauritania, que incapaz de controlar los 

ataques del Frente Polisario decide acordar la paz y abandonar la zona que ocupaba (Hodges, 1983, 

pág. 132), hecho que aprovechó Marruecos para seguir expandiéndose por el sur del Sáhara 

Occidental. 

En los siguientes años, el pueblo saharaui seguiría luchando y esperando. En 1991, con el 

alto el fuego pactado entre el Frente Polisario y Marruecos, muchos saharauis exiliados pudieron 

volver a la zona ocupada para volver a ver a aquellos familiares que se hubieran quedado allí. El 

Plan de Arreglo fue acogido también con esperanza, pese a que finalmente no se cumpliera con su 

contenido. 

Tras el alto al fuego como parte del Plan de Arreglo, en el año 2020 Marruecos abrió fuego 

contra una manifestación pacífica saharaui que bloqueaba el paso de El Guerguerat (zona que 

Marruecos afirma tener pese a que no se lo reconozca ningún tratado internacional), y ello llevó a 

que el Frente Polisario, alegando la defensa de su gente rompió el alto el fuego. Desde una 

perspectiva de Derecho Internacional, esto “planteó serias cuestiones sobre el cumplimiento y la 

eficacia del derecho internacional humanitario en zonas de conflicto prolongado” (Mundy, 2021, 

pág. 50). Entre los saharauis alistados en el Frente Polisario, existe el pensamiento que de saber 

que el alto el fuego no serviría para lograr su independencia, nunca hubieran dejado la guerra. 

Decía un hombre saharaui en una entrevista “Los saharauis no tenemos nada que perder. Por eso 

se han alistado cientos de miles de jóvenes. […] La guerra es la guerra para todo el mundo pero a 

los saharauis ya nos da igual. ¿Cuál es la alternativa? ¿Vivir siempre en campos de refugiados o 

bajo la represión marroquí? Aunque seamos pobres, queremos ser independientes. La guerra es 

nuestra única alternativa”. 

Actualmente, la República Árabe Saharaui Democrática ha sido reconocida como un Estado 

por 84 países en la comunidad internacional, entre los que no se encuentran ni España ni Marruecos. 
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En la doctrina se ha defendido que este reconocimiento “por parte de varios países y organizaciones 

internacionales subraya la importancia del derecho a la autodeterminación y cuestiona la 

legitimidad de las reclamaciones territoriales marroquíes según el derecho internacional” (Arts, 

1994, pág. 75). Pese a haberle reconocido como Estado, algunos de estos países no mantienen 

relaciones con la RASD. También hay muchos países que no reconocen la RASD como un Estado 

pero sí reconocen al Frente Polisario como la representación legítima del pueblo saharaui. 

El pueblo saharaui desea ser un Estado libre e independiente y muchos agentes importantes 

en la comunidad internacional consideran que su deseo es legítimo. Considera que Marruecos está 

ocupando ilegítimamente parte de su territorio. Ha estado esperando cincuenta años a que se le 

cumpla la promesa de celebrar un referéndum de libre determinación, para poder construir un país 

más allá de la pobreza, la guerra y los campos de refugiados que tenían carácter temporal y han 

terminado siendo el lugar en el que han vivido por medio siglo. 

 . Unión Europea 

En sus primeros años, la Unión Europea (UE) se mantuvo en silencio respecto del conflicto 

saharaui, sin posicionarse de ningún lado. 

En 1981 el Parlamento Europeo aprobó la “tesis del conflicto regional” (Resolución sobre 

el Sáhara Occidental del 12 de marzo de 1981), en la que se posicionaba a favor de Marruecos, 

considerando al Sáhara Occidental como parte del territorio marroquí, rechazando el derecho de 

libre determinación del pueblo saharaui y al Frente Polisario como su representante. Como el jurista 

Karin Arts expresó, esto “reflejó una política exterior que priorizaba las relaciones económicas y 

políticas con Marruecos sobre los principios de autodeterminación y derecho internacional” (Arts 

K. , 2009). 

Cabe mencionarse, que el Parlamento Europeo expresa lo que opina la mayoría de los 

eurodiputados, siendo en líneas generales que la “derecha” se posicionó del lado de Marruecos y 

la “izquierda” del lado del pueblo saharaui (Seatzu, 2010, pág. 134).- 

En 1987 el Parlamento Europeo comenzaría a modificar su postura solicitando ayuda 

humanitaria para los refugiados saharauis en su Resolución del PE sobre los Trabajos de la 

Asamblea Paritaria ACP-CEE de 23 de enero de 1987. Posteriormente, en la Resolución sobre el 

Sáhara Occidental de 17 de diciembre 1987, la UE condenaría las violaciones de los derechos 

humanos por parte de Marruecos al pueblo saharaui. 

Se produciría un importante cambio de postura, que se reflejaría de forma clara en el 

Dictamen conforme del Parlamento al acuerdo sobre la pesca marítima con Marruecos de junio de 

1988, en el que el Parlamento Europeo se retractaría respecto de su reconocimiento a Marruecos 

como soberano sobre el territorio del Sáhara Occidental, dejando de considerar a este como parte 

del Estado marroquí. 

El siguiente año, con la Resolución del Sáhara Occidental de 15 de marzo de 1989, el 

Parlamento Europeo declararía al Sáhara Occidental como un territorio pendiente de descolonizar 
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(Lorch, 2023), señalando el derecho a la libre determinación mediante referéndum como vía para 

resolver el conflicto entre el Frente Polisario y Marruecos. 

Posteriormente, la Unión Europea le pediría a Marruecos reconocer que tenía presos 

políticos, y la liberación de los saharauis condenados sin respetar sus derechos humanos. 

Presionaría a Marruecos a través de los acuerdos de pesca, lo que llevaría a un conflicto en el que 

la Unión Europea moderaría el tono de sus exigencias, aunque sin cambiarlas. Después de algunas 

resoluciones en la misma línea, el Parlamento Europeo aprobaría la Resolución sobre las 

violaciones de los derechos humanos en Marruecos y en el Sáhara Occidental de 10 de febrero de 

1994, en el que redactaría: “Pide a las autoridades de la Unión y a los Gobiernos de los Estados 

miembros que hagan todo lo posible, en el marco de sus relaciones políticas, económicas y 

comerciales con Marruecos, para obligar al Gobierno marroquí a poner fin al sistema de 

‘desapariciones’ y a aplicar el plan de paz de las Naciones Unidas en el Sáhara Occidental”; 

presionando así a Marruecos, posicionándose a favor del pueblo saharaui en línea con las 

resoluciones de Naciones Unidas (Brotóns, 1994). 

En los siguientes años, la Unión Europea trataría de relajar las tensiones con Marruecos, 

mejorando su relación con este. Podemos notar, que, como consecuencia, en la Resolución sobre 

la situación de los derechos humanos en Marruecos y el Sáhara Occidental de 6 de junio de 1996, 

el Parlamento Europeo respecto del Plan de Arreglo pide al Estado marroquí dialogar con el Frente 

Polisario y tomar en cuenta los esfuerzos de la ONU por solucionar el conflicto, pero no le exige 

cumplir el acuerdo como tal. 

Durante los siguientes años, se tenderá a una moderación por parte de la Unión Europea 

respecto al posicionamiento en el conflicto. La incorporación de nuevos Estados con menos 

intención de pronunciarse al respecto, los cambios de mayorías dentro del Parlamento Europeo, y 

el hecho de que se produjera una desvinculación entre la postura política (izquierda y derecha) y la 

postura en el conflicto saharaui (a favor de la libre determinación y a favor de la integración en 

Marruecos), provocó que la opinión de la Unión Europea estuviera más fragmentada y su postura 

más moderada. Esto se puede ver reflejado en las resoluciones del 2004, en las que el Parlamento 

Europeo expresa su preocupación por la violación de los derechos humanos en el Sáhara Occidental 

pero no acusa directamente a Marruecos ni tampoco le pide que respete dichos derechos. 

En 2005, tras producirse la Intifada Saharaui -protesta pacífica que fue aplacada 

violentamente por Marruecos- la Unión Europea no pudo ignorar las violaciones a los derechos 

humanos que se estaban produciendo y en la Resolución del Parlamento Europeo sobre los 

Derechos Humanos en el Sáhara Occidental de 27 de octubre de 2005, el Parlamento Europeo 

“reiteró su preocupación por la situación de los derechos humanos en el Sáhara Occidental, 

denunciando las detenciones arbitrarias y el uso excesivo de la fuerza por parte de las autoridades 

marroquíes, y haciendo un llamado a una solución justa y duradera conforme a los principios del 

derecho internacional” (Miguel, 2006). Los siguientes años la Unión Europea alertaría acerca de la 

explotación ilícita de minerales en el Sáhara por parte de Marruecos, al ser un territorio no 

autónomo y defendería el Plan Baker II. 

El Parlamento Europeo envió en 2009 una delegación a El Aiún para reunirse con 

Marruecos y el Frente Polisario, después de poder evaluar directamente la situación, la Unión 

Europea redactó un informe recogiendo las diferentes violaciones de derechos humanos 
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perpetradas contra los saharauis y pidió una mayor intervención por parte de la comunidad 

internacional (Conti, 2010). Un año después, en la Resolución sobre la Situación en el Sáhara 

Occidental de 25 de noviembre de 2010, el Parlamento Europeo pediría ampliar las competencias 

de la MINURSO con el fin de garantizar el cumplimiento de los derechos humanos en la zona. 

En los siguientes años, se daría lugar a diferentes sentencias por parte de distintos órganos 

de la Unión Europea: Sentencia del Tribunal General de 10 de diciembre de 2015, Sentencia del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 21 de diciembre de 2016, y la Sentencia del Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea de 27 de febrero de 2018. En el desarrollo de estas sentencias, se 

llevaron a cabo diferentes debates en los que se llegó a diferentes conclusiones referentes de la 

postura de la Unión Europea respecto del conflicto en el Sáhara Occidental. Se concluyó que el 

Frente Polisario no es un Estado pero sí sería el representante del pueblo saharaui con personalidad 

jurídica en la comunidad internacional; se entiende de forma clara que el Sáhara Occidental no 

forma parte del Estado marroquí quien no tiene ninguna legitimidad sobre el territorio; que la 

explotación de los minerales de la región se haga acorde al Derecho Internacional y en beneficio 

del pueblo saharaui; se aclaró también que de acuerdo al Derecho Internacional no es válido ningún 

acuerdo al que lleguen dos personas jurídicas internacionales cuando esto implique a un tercero 

que no prestó su consentimiento; el pueblo saharaui tiene derecho a la libre determinación e 

independencia. 

En 2021 el Tribunal de Justicia de la Unión Europea volvió a aclarar a la Comisión Europea 

y al Consejo de la Unión Europea que no se pueden hacer negociaciones con Marruecos para pescar 

en las aguas del Sáhara Occidental (Corell, 2014), puesto que el Sáhara Occidental no le pertenece 

a Marruecos. En la doctrina se entiende que de acuerdo al Derecho Internacional, los acuerdos de 

pesca en la costa del Sáhara Occidental tienen que llevarse a cabo con los saharauis (García-Berdoy, 

2013). 

Actualmente la postura de la Unión Europea respecto al conflicto en el Sáhara Occidental 

está alineada con la de Naciones Unidas. Considera que el pueblo saharaui debe ejercer su derecho 

a la autodeterminación, que el Frente Polisario es el representante del pueblo saharaui y que el 

Sáhara Occidental no le pertenece a Marruecos.  

 . Argelia 

En 1962 Argelia conseguiría su independencia. Desde el principio de su existencia como 

Estado independiente tendría fuertes tensiones con Marruecos, quien, persiguiendo el concepto del 

“Gran Marruecos” quería anexionarse el territorio argelino. Esto llevó a que en 1963 empezaran 

una guerra que se llamó “La Guerra de las Arenas”, enfrentamiento armado que finalizaría el 

siguiente año gracias a la mediación de la Organización para la Unidad Africana. Esta tensión con 

Marruecos afectaría a la postura que Argelia tomaría en el conflicto saharaui. 

Durante los primeros años, Argelia no se posicionaría en el conflicto territorial del Sáhara 

Occidental, ni tampoco se pronunciaría respecto de ello. Sin embargo, en 1975 Argelia entendería 

la Marcha Verde como una violación del Derecho Internacional (Zoubir, Argelia y la cuestión del 

Sáhara Occidental: Reacciones y posicionamiento durante la Marcha Verde, 1998), además de una 

amenaza en la lucha estratégica por el control del Magreb, posicionándose del lado del pueblo 
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saharaui. Desde este momento, su apoyo expreso al Frente Polisario sería total y en todo sentido, 

humanitario, militar, financiero y diplomático; e intervendría frente a la comunidad internacional 

por el reconocimiento de la RASD como un Estado (Mundy, Argelia y la República Árabe Saharaui 

Democrática: Estrategias de reconocimiento y apoyo diplomático, 2007). 

Durante finales de los ochenta y los noventa, debido a la delicada situación económica del 

país, su ayuda al Frente Polisario se vería reducida, aunque su postura no variaría. A partir del 

2003, gozando además de un mejor posicionamiento en el panorama internacional gracias al 

acercamiento con Estados Unidos en su lucha contra el terrorismo, volvería a apoyar muy 

activamente al Frente Polisario, llegando a reclamar en 2013 en las Naciones Unidas una 

reactivación en la búsqueda para solucionar el conflicto, y mecanismos para controlar las 

violaciones de derechos humanos cometidas por Marruecos en la región ocupada. 

En 2021, Argelia ayudó al líder del Frente Polisario, Brahim Ghali, a viajar hasta España 

para que pudiera ser atendido en un hospital. Para ello le dio un pasaporte argelino y utilizó un 

avión oficial del gobierno para trasladarle. Es solo un ejemplo de la implicación y compromiso que 

Argelia ha mantenido con la causa saharaui. 

Como ya he mencionado, la postura de Argelia no ha variado desde que se inició el 

conflicto. Actualmente su apoyo militar, económico, político y humanitario es de los más 

significativos que recibe el pueblo saharaui, y concretamente el Frente Polisario. 

Argelia defiende abierta y claramente el derecho del pueblo saharaui a la libre 

determinación e independencia, condenando la ocupación de Marruecos en el territorio que le 

pertenecería a la República Árabe Saharaui Democrática. 

 . Estados Unidos 

Desde la perspectiva del Derecho Internacional, EE. UU ha apoyado el Principio de 

Autodeterminación y ha firmado los tratados internacionales referentes en favor de los derechos 

humanos. No obstante, en el conflicto del Sáhara Occidental, EE. UU siempre ha visto únicamente 

por sus propios intereses. 

Es importante destacar, que el inicio del conflicto territorial en el Sáhara se dio en el 

contexto de la Guerra Fría. En mitad de esta tensión geopolítica, EE.UU se posicionó del lado de 

Marruecos, principalmente (y entre otros motivos), por las altas probabilidades de que de haber 

sido independiente, el pueblo saharaui se hubiera alineado con el bloque soviético (Zunes, 2010). 

Además, Marruecos siempre ha sido un importante aliado de EE.UU en el continente africano. 

El apoyo que EE.UU brindaría a Marruecos, iría mucho más allá de una declaración 

institucional por parte del gobierno estadounidense posicionándose a favor de que el  Estado 

Marroquí se anexione el Sáhara Occidental. Estados Unidos proveería a Marruecos de armas e 

incluso apoyaría la Marcha Verde entrenando tropas marroquís que participarían en la ocupación. 

En la doctrina se defiende que el apoyo de Estados Unidos a la Marcha Verde de Marruecos en 

1975 fue una maniobra estratégica que ignoró el derecho internacional y las resoluciones de la 
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ONU que favorecían el derecho del pueblo saharaui a la autodeterminación (Mundy, The Post-

Conflict Environment: Investigation and Critique, 2010). 

En los siguientes años, se debatiría en el congreso acerca de este asunto, cuestionando las 

acciones de EE. UU en su apoyo a Marruecos. Aunque hubiera voces críticas, la conclusión 

finalmente sería la continuación del apoyo armamentístico y logístico a Marruecos, el 

cuestionamiento con tono de rechazo respecto de cómo el Sáhara Occidental podría ser 

independiente, y el silencio respecto de las violaciones a los derechos humanos del pueblo saharaui 

que se estaban cometiendo. 

Entre 1981 y 1989, con la presidencia de Ronald Reagan, la Guerra Fría pasaría por un 

momento de mucha tensión, lo que llevaría a EE.UU a afianzar sus alianzas, expresando un apoyo 

incondicional a Marruecos. Prueba de ello serían las distintas decisiones en favor del Estado 

marroquí que EE.UU haría, como una visita por parte del gobierno estadounidense a la parte del 

Sáhara Occidental ocupada por Marruecos, o el continuo apoyo militar, bien a través de la venta 

de armas, del envío de consejeros militares estadounidenses, o del entrenamiento de tropas 

marroquís. En estos años, EE.UU se opondría al ingreso de la RASD en la OUA; mostraría su 

distancia con las resoluciones de la ONU; y nunca se pronunciaría contra Marruecos por entorpecer 

todo cuanto pudo, cualquier proceso de descolonización del Sáhara. 

En la siguiente década durante los años noventa, finalizaría la Guerra Fría, y con ello EE.UU 

relajaría su postura respecto de la problemática en el Sáhara, mostrándose favorable a las 

negociaciones para acabar con el conflicto, aunque sin dejar de apoyar a Marruecos. 

Las siguientes décadas, las relaciones internacionales del gobierno estadounidense con la 

zona africana, estaría marcada con su lucha contra el terrorismo, lo que seguiría afianzando la 

relación de EE.UU con Marruecos, pero también facilitaría un acercamiento con Argelia. 

En el año 2020, el presidente de los Estados Unidos Donald Trump, firmó una declaración 

en la que le reconocía a Marruecos la soberanía sobre el Sáhara Occidental, anunciando esto como 

consecuencia de un acuerdo al que había llegado para que Marruecos e Israel restablezcan sus lazos 

y relaciones diplomáticas. Esto supuso un duro golpe a favor de Marruecos y en contra del pueblo 

saharaui, suponiendo un abandono de EE.UU a las vías propuestas por la ONU en buscar una 

solución que termine con un referéndum de libre determinación para el pueblo saharaui. Esta 

decisión por parte de la administración de Donald Trump, desde una perspectiva jurídica se vio 

como un error que entorpecía llegar a un acuerdo de paz, a cambio de un breve beneficio 

geopolítico (Zunes, Reversing Course on Western Sahara Serves US National Interests, 2020).  

Con la llegada de Joe Biden a la presidencia del gobierno estadounidense, había 

expectativas de que se produjera un cambio de rumbo (Zunes, Delving Into US Recognition Of 

Sovereignty Of Morocco Over Western Sahara, 2020). En un principio, desde la secretaría de 

Estado se afirmó que “en términos más generales, hay muy poca continuidad, […] en lo que 

respecta a nuestro enfoque de la región” refiriéndose a la gestión de la política internacional del 

previo gobierno en el Magreb. Se afirmó que “en lo que respecta al Sáhara Occidental, estamos 

consultando en privado con las partes sobre la mejor manera de detener la violencia y lograr 

un acuerdo duradero”.  
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Sin embargo, en 2022 el gobierno de Joe Biden se pronunció en línea con la postura que 

EE.UU venía marcando, expresando su apoyo al plan propuesto por Marruecos para solucionar el 

conflicto del Sáhara Occidental. Esto desde la doctrina se entendería como un ataque al derecho de 

autodeterminación del pueblo saharaui, a la vez que al Derecho Internacional (Zunes, Biden’s 

endorsement of Moroccan sovereignty over Western Sahara is wrong and dangerous., 2021). 

Consecuencia de ello, la postura actual de los Estados Unidos en este conflicto es en favor 

de la soberanía Marroquí sobre el territorio del Sáhara Occidental, en perjuicio del derecho a la 

libre determinación del pueblo saharaui, y mostrando silencio respecto de las violaciones de los 

derechos que este pueblo ha sufrido. 

 . Rusia 

Durante el inicio del conflicto, lo que era la Unión Soviética mantuvo una posición bastante 

imparcial, llegando a abstenerse en las votaciones que se celebraron en la ONU respecto del Sáhara 

Occidental. 

Finalizado el período de la Guerra Fría, Rusia fue variando de postura, aunque sin 

comprometerse mucho con ninguna en particular. En el año 2004 se posicionaría a favor de la 

propuesta de Argelia en la votación que se llevó a cabo en las Naciones Unidas, siendo está a favor 

de la independencia del pueblo saharaui, respetando el derecho a la autodeterminación (Hagen, 

2015). Sin embargo, en 2008 Rusia se alinearía con países como España o Estados Unidos respecto 

de Resoluciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que tendrían una inclinación 

más en favor de la postura marroquí. 

Los últimos años, Rusia ha fortalecido su alianza con Marruecos firmando acuerdos de 

carácter estratégico, referentes a pesca, turismo, cooperación militar o apoyo técnico. Esto ha 

influido en su postura o declaraciones respecto al Sáhara Occidental. 

La realidad es que Rusia se ha movido en la región del Magreb atendiendo a sus propios 

intereses, buscando la alianza de quienes más puedan beneficiarle, en este caso Marruecos. 

Aun así, la postura que tiene en el conflicto del Sáhara Occidental es relativamente neutral, 

sin haber intervenido nunca de forma directa (Hagen, 2015). En la votación para la última 

renovación de la Minurso, Rusia votó una abstención. En sus declaraciones afirma defender una 

solución justa para el conflicto en el territorio. 
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EL PUEBLO SAHARAUI, DERECHOS HUMANOS Y DERECHO 

INTERNACIONAL 

 . Los Derechos Humanos. Historia del concepto de persona. 

La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, es una declaración emitida por 

Naciones Unidas como respuesta a la necesidad de proteger los derechos que las personas tienen 

por el mero hecho de ser personas, necesidad que se consideró evidente por lo sucedido en la 

Segunda Guerra Mundial, y su reconocimiento marcó un profundo cambio en el Derecho 

Internacional y las relaciones internacionales, reflejando un compromiso universal con la dignidad 

y los derechos de todas las personas (Henkin, 1990). Cierto es que el 10 de diciembre de 1948, 

momento en el que se hizo esta declaración, es un momento de gran importancia para los Derechos 

Humanos, pero no es el origen de su historia. Para entender porque se considera que la persona 

tiene derechos inherentes e inviolables que se deben proteger, y para entender cómo se han recogido 

y plasmado esos derechos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, es necesario 

remontarnos varios siglos en la historia. 

El primer documento escrito de los Derechos Humanos encontrado es el Cilindro de Ciro 

(MacGregor, 2011). Fue redactado tras su conquista de la ciudad de Babilonia en el año 539 a.C., 

en él aparece reflejado como liberta a los esclavos habitando en Babilonia, como establece que 

cada uno adore al dios que quiera, y de alguna forma deja ver igualdad racial. Lejos de convertirse 

en meras palabras, Ciro el Grande llevó a la práctica estas acciones, naciendo así, lo que podríamos 

entender como un prototipo de los derechos humanos. Así aparece reflejado en varios textos 

históricos como el mismo cilindro: “devolvió a (estas) ciudades sagradas la otra Rivera del Tigris 

cuyos santuarios habían sido arruinados desde hacía largo tiempo las imágenes que moran allí 

adentro y establecí para ellos santuarios permanentes. (También) reuní a todos sus (antiguos) 

habitantes y los devolví sus moradas”; y otros textos procedentes de diferentes autores que 

enfatizan la liberación de los esclavos en Babilonia, tales como 2Crónicas capítulo 36:22-23 “ Mas 

al primer año de Ciro rey de los persas, para que se cumpliese la palabra de Jehová por boca de 

Jeremías, Jehová despertó el espíritu de Ciro rey de los persas, el cual hizo pregonar de palabra y 

también por escrito, por todo su reino, diciendo: Así dice Ciro, rey de los persas: Jehová, el Dios 

de los cielos, me ha dado todos los reinos de la tierra; y él me ha mandado que le edifique casa en 

Jerusalén, que está en Judá. Quien haya entre vosotros de todo su pueblo, sea Jehová su Dios con 

él, y suba.” 

Pese a que Ciro el Grande desarrollara lo que podemos considerar el primer documento de 

derechos humanos, el concepto de persona todavía no se habría desarrollado, bien es cierto que 

Ciro les otorga derechos a los hombres, pero todavía no existe la idea de que esos derechos en 

realidad no tienen que ser otorgados por la autoridad, sino reconocidos, puesto que son inherentes 

a la persona por el mero hecho de ser persona. La razón por la que Ciro les da este derecho, responde 

más a una estrategia política de apaciguamiento, que a un reconocimiento de la dignidad innata al 

ser humano. 
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En los siguientes siglos aparecería la idea de Ley Natural, destacando la aportación de 

Aristóteles (384-322 a.C.), el cual exponía que existe una ley superior acorde con nuestra 

naturaleza (Strauss, 1953), la cual debería regir las leyes en el derecho positivo. Esta ley superior 

supondría unos estándares universales inherentes y reconocibles por todos los humanos. Esta Ley 

Natural tendría que ser descubierta a través de la razón, y en materia de derechos humanos es muy 

importante puesto que es una idea que apunta al hecho de que todos los humanos compartimos una 

naturaleza, y a través de esa naturaleza tenemos y podemos establecer una moralidad universal, 

dentro de la cual podríamos encontrar los derechos humanos y el respeto a los mismos. Es 

interesante el hecho de que pese a que sea en este momento cuando se establece la idea de Ley 

Natural, ya se habían recogido algunas de las que podríamos considerar “leyes naturales” en 

distintas culturas. Esta idea de Ley Natural se extendería más allá de Grecia, y terminaría llegando 

a los juristas romanos, como Cicerón, influyendo en el desarrollo de la teoría legal romana.  

De la misma manera, aparecerán distintos pensadores aportando puntos de vista acerca de 

la naturaleza humana, buscando definir lo que es una persona destacando su naturaleza racional, la 

cual le distingue del resto de animales, aportando así elementos que posee el ser humano, pero sin 

terminar de definir el concepto de persona (al menos no el que entendemos hoy). 

Todas estas aportaciones a lo largo de la historia serían muy relevantes, y mostrarían un 

camino de progreso y desarrollo en la humanidad, pero no sería hasta la aparición del cristianismo, 

que aparecería el concepto de persona que hoy conocemos (Jr., 2007). 

En el antiguo griego la palabra «persona» significaba la máscara que utilizaban los actores 

en las obras de teatro y a través de las cuales hacían sonar su voz, los cristianos posteriormente 

utilizarían la palabra dándole una nueva noción. Inicialmente, no buscarían definir el concepto de 

persona por motivo del ser humano, sino con un motivo teológico, buscando definir una sana 

doctrina correspondiente a lo revelado de Dios a través de la Biblia, exponiendo así, que Jesús tenía 

dos naturalezas (la humana y la divina) en una sola persona, y que había un solo Dios expresado 

en tres personas (la Trinidad). Siendo así Agustín de Hipona considerado por algunos el primero 

en definir la noción de persona a través de diversas obras (Markus, 2001), destacando entre ellas 

«De Trinitate». De manera que, a partir de los fundamentos bíblicos, se define la persona y su 

valor; hoy todavía se pueden estudiar esos fundamentos doctrinales basados en textos bíblicos, en 

los que principalmente se defiende que “Dios se ha querido revelar, más aún, ha tomado la forma 

humana para darse a conocer en la plenitud de los tiempos (cfr. Hb. 1,2). Entonces, no sólo es 

pertinente sino necesario para la teología mirar al hombre como realidad fundamental de su 

quehacer como ciencia, y dirigir su esfuerzo hacia la comprensión y defensa de su dignidad” (II, 

1998). 

En la época medieval, se trasladará el concepto de persona desde el campo de la teología 

hasta el campo del humanismo. Será de una gran importancia la definición que en este momento 

aportará Boecio, definiendo la persona como “sustancia individual de naturaleza racional”. 

En los siguientes siglos se harán más reflexiones acerca del concepto de persona, pero 

básicamente es en este momento donde nace el concepto de persona que hasta el día de hoy 

mantenemos, en el cual se basan los derechos humanos, concepto en el que entendemos la dignidad 

de la persona y su valor intrínseco, los cuales van más allá de su capacidad racional. Este concepto 

se irá asentando y asumiendo, desvinculándose de lo religioso con el paso del tiempo. 
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Llegaremos así hasta 1215, año en el que el rey Juan sin Tierra de Inglaterra, debido a una 

serie de acciones en las que abusó y vulneró numerosos derechos de su población, fue obligado por 

sus nobles a firmar La Carta Magna. Será un acontecimiento muy importante en la historia de los 

Derechos Humanos, puesto que en este documento el rey reconocerá unos derechos que ni él mismo 

podría vulnerar. Se reflejará la libertad de la iglesia respecto de la intervención del rey y aparecerán 

reflejados derechos tan importantes como el habeas corpus, o el principio de legalidad, tal como 

podemos leer expresado: “Ningún hombre libre podrá ser detenido o encarcelado o privado de sus 

derechos o de sus bienes, ni puesto fuera de la ley ni desterrado o privado de su rango de cualquier 

otra forma, ni usaremos de la fuerza contra él ni enviaremos a otros que lo hagan, sino en virtud de 

sentencia judicial de sus pares y con arreglo a la ley del reino.”, “No venderemos, denegaremos ni 

retrasaremos a nadie su derecho ni la justicia.”; también aparecerá reflejado lo que podríamos 

entender como derecho a la libre circulación, “Todos los mercaderes podrán entrar en Inglaterra y 

salir de ella sin sufrir daño y sin temor, y podrán permanecer en el reino y viajar dentro de el, por 

vía terrestre o acuática, para el ejercicio del comercio, y libres de toda exacción ilegal, con arreglo 

a los usos antiguos y legítimos.”, “En lo sucesivo todo hombre podrá dejar nuestro reino y volver 

a él sin sufrir daño y sin temor, por tierra o por mar”. Estos son solo algunos derechos, entre otros, 

que podemos encontrar en La Carta Magna, y que convertirán a este documento en lo que se puede 

considerar como la base de las libertades constitucionales en Inglaterra, influyendo así en la 

aparición de libertades constitucionales en el resto de Europa, y que influiría a su vez en las 

libertades del hombre en todo el mundo (Howard, 1998). 

Posteriormente entre el 1300 y el 1600, sería cuando se produjera junto con los hechos 

históricos que le acompañan, una maduración completa de la categoría de persona, independiente 

de la religión, observándose desde otras ópticas para defender su dignidad. 

Llegaríamos así a 1776, año en el que se hará la declaración de independencia de los Estados 

Unidos. A partir de este hecho, se redactará la Constitución Estadounidense, la cual es la 

constitución más antigua que hoy siga en uso. Este será un antecedente claro de lo que 

posteriormente sería la Declaración Universal De Los Derechos Humanos, por el contenido que el 

documento tiene (Humphrey, 1984). Las primeras 10 enmiendas a la Constitución recogen: la 

libertad religiosa, la libertad de expresión, el derecho de reunirse, la libertad de petición, y prohíbe 

privar a cualquier persona de la vida, libertad o propiedad sin el proceso legal correspondiente.  

Poco después en 1789 se produciría la revolución francesa, impulsada por el difícil contexto 

histórico que en Francia se estaba dando, y por la influencia de los hechos históricos previamente 

mencionados. La revolución tomó el ideal de libertad, igualdad y fraternidad entre los hombres, 

por inspiración del movimiento filosófico de la Ilustración. Dio lugar a que, en el mismo año, en 

1789, la Asamblea Nacional Constituyente de Francia publicara la Declaración de los Derechos del 

Hombre y del Ciudadano, estableciendo el principio de libertad, igualdad y fraternidad, no solo 

como un ideal, sino como la base del sistema, o al menos eso era lo que perseguía. Este será un 

antecedente importantísimo para la historia de Europa, y de los Derechos Humanos (Kelsen, 1950), 

puesto que en este episodio de Francia, los franceses exigieron derechos defendiendo que estos no 

habían sido ideados, sino que eran naturales del ser humano. 

De esta manera, los derechos humanos seguirían tomando forma, y se asentarían en Europa, 

pero en muchos lugares del mundo todavía no se aplicarían de igual modo. 
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Será así como en 1915 Mahatma Gandhi, difunde y lucha por la idea de que en todo el 

mundo las personas tienen derechos, convirtiéndose así en uno de los personajes más importantes 

del siglo XX. Comenzó un movimiento de no violencia en lucha por los derechos humanos, y su 

activismo hizo que estuviera preso varias veces. Pero en 1947 se alcanzaría su objetivo, la India 

sería independiente de Gran Bretaña, y esta victoria, inspirada en la lucha por los derechos humanos 

sería de admiración y de influencia para muchos en todas las partes del mundo. Cabe mencionar 

que hubo otras figuras muy importantes en la lucha por los derechos humanos a lo largo del siglo 

XX, como Martin Luther King y Nelson Mandela entre otros. 

Después de la Segunda Guerra Mundial, en 1945, el mundo estaba impactado por las 

atrocidades acontecidas durante el conflicto, juzgadas en los Juicios de Nuremberg. Los 

acontecimientos horrorizaron de tal manera al mundo, que países de todas partes decidieron que 

algo así jamás debía de volver a suceder, por lo que se reunieron en la Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre Organización Internacional, y el 26 de junio de 1945 redactaron la Carta Fundacional 

de las Naciones Unidas, donde aparecerá por primera vez el término “Derechos Humanos”. A lo 

largo de la carta el término “Derechos Humanos” aparecerá siete veces, y uno de los propósitos 

principales de la Organización de Naciones Unidas será precisamente el de defender y proteger 

esos derechos (Sohn, 1966). 

Posteriormente, en 1948 se haría la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la 

cual carece de peso de ley, pero que es la base de numerosos acuerdos y tratados internacionales, 

y ha influido profundamente en el Derecho Internacional. 

 . Los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 

Con el surgimiento de los Derechos Humanos, se produjo un cambio interesante en el 

escenario jurídico internacional. Los Estados, dejarían de ser los únicos con personalidad jurídica 

en el Derecho Internacional, siendo también los individuos titulares de derechos. El profesor 

Carrillo Salcedo expondría que estos derechos, son además oponibles a cualquier Estado que exista 

(Salcedo, 2007), y el profesor Díez de Velasco añadiría en la misma línea que estos derechos son 

bienes jurídicamente protegibles independientemente de toda situación o lugar (Díez de Velasco, 

2002). 

Estos derechos, al pertenecer a todas las personas con independencia de su nacionalidad, la 

Corte Internacional de Justicia afirmaría que son de jurisdicción universal y no doméstica. El 

artículo 55 y 56 de la Carta de las Naciones Unidas establece que en base “al principio de igualdad 

de derechos” el “respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de 

todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales 

derechos y libertades”; afirmando además que “todos los Miembros se comprometen a tomar 

medidas conjunta o separadamente, en cooperación con la Organización, para la realización de los 

propósitos consignados”. De esta manera, queda claro que el cumplimiento de los Derechos 

Humanos es una obligación jurídica internacional. 

La Comisión de Derecho Internacional elaboró el “Código de Crímenes contra la Paz y la 

Seguridad de la Humanidad”, en el que establecía en su artículo 9 el principio de jurisdicción 

universal, que consiste en la facultad de todos los Estados a actuar contra cualquier presunto autor 
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de determinados crímenes internacionales, entre los que se encuentran: la agresión, los crímenes 

de guerra, crímenes contra la humanidad y el genocidio. Esta facultad por parte de los Estados para 

actuar sería independiente del lugar donde se cometieron los crímenes o la nacionalidad de los 

autores. De esta forma, se establece la obligatoriedad de los Estados a perseguir la consumación de 

los llamados “crímenes de primer grado” en todo el mundo. 

Los Derechos Humanos serían recogidos y reconocidos en el Derecho Internacional 

también por otros documentos, tales como el Convenio Europeo de Derechos Humanos, la Carta 

Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos, la Convención Americana de Derechos 

Humanos o el Pacto Internacional de Derechos Civil y Políticos; entre otros. 

Atendiendo específicamente a las víctimas de violaciones graves de Derechos Humanos, se 

ha buscado proteger y garantizar sus derechos como víctimas a través de la “Declaración de 

Naciones Unidas sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos del 

Abuso de Poder”, o los “Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de 

Violaciones de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y del Derecho Internacional 

Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones”. De acuerdo a esto, está establecido 

en el Derecho Internacional el derecho de las víctimas de graves crímenes contra sus derechos 

humanos, a ser tratadas con respeto y dignidad y a un recurso efectivo (con todo lo que ello 

implica), así como a la seguridad, asistencia y reparación (Tomuschat, 2008). 

Teniendo en cuenta todo lo previamente mencionado, y reiterando el énfasis en la 

responsabilidad de todos los Estados por perseguir los crímenes contra los Derechos Humanos, se 

crearon tribunales supranacionales para evitar la impunidad y buscar un mejor ejercicio en la 

garantía de estos derechos, así como en la condena a la violación de los mismos. Estos tribunales, 

además de los domésticos, serían: los tribunales internos aplicando el principio de jurisdicción 

universal, los tribunales penales internacionales ad hoc, la Corte Penal Internacional y los 

tribunales mixtos o internacionalizados. 

 .  Violación de los derechos humanos en el Sáhara occidental 

Desde la invasión y durante la ocupación hasta hoy, Marruecos ha cometido violaciones a 

los derechos humanos del pueblo saharaui de forma sistemática (Jensen, Western Sahara: Anatomy 

of a Stalemate?, 2012). 

Cuando se llevó a cabo la Marcha Verde, las fuerzas del ejército marroquí entraron a la 

fuerza en los domicilios de los saharauis, llevando a cabo detenciones y actos violentos contra 

civiles, vulnerando así el artículo 9 y 12 (entre otros) de la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos. Fue tal la violencia con la que trataron a la población, que aproximadamente 40.000 

saharauis se exiliaron al desierto en apenas dos meses huyendo de los maltratos marroquíes. 

Muchos de estos, debido a las condiciones del desierto sumado a otros motivos, murieron durante 

la huida. Con ello queda reflejado que el motivo por el que escaparon de las ciudades no fue 

capricho ni simple disgusto con la nueva situación, arriesgaban sus vidas saliendo al desierto 

porque bajo la dominación marroquí sus vidas ya estaban en peligro. 
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Durante el proceso de ocupación, el Estado Marroquí violó también el artículo 1 y 6 de la 

Declaración Universal de Derechos Humanos, privando a los saharauis del reconocimiento a su 

identidad y personalidad jurídica (Hagen, Armed Groups and International Law, 2023). En la 

región ocupada, Marruecos les cambió el nombre a los saharauis, renombrándolos con unos nuevos 

que les hicieran acercarse culturalmente más a los marroquís, sustituyendo un elemento personal y 

cultural fundamental. Esto además provocó que cuando un saharaui muriera dentro de la zona 

ocupada, sus familiares en el exilio nunca puedan reconocerlo por causa del nuevo nombre que 

tendrían.  

Marruecos también levantó un muro que divide toda la región del Sáhara Occidental. Este 

muro se extiende 2.700 kilómetros y cuenta con una constante vigilancia por parte del ejército 

marroquí. Actualmente es uno de los muros más minados del mundo, causando víctimas mortales 

cada año, además de causar estragos en los ganados de los saharauis. Supone una vulneración clara 

del derecho a la libre circulación recogido en el artículo 13 de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos (Montenegro, 2022). 

Durante la huida de buena parte del pueblo saharaui al desierto, hay una gran cantidad de 

pruebas y de testimonios que denuncian bombardeos por parte de aviones marroquís a grupos de 

civiles, compuestos muchas veces en su mayoría por niños y ancianos. Se llevarían a cabo 

bombardeos con napalm y fósforo blanco. Tòfol Fuster, quien había sido coronel de Infantería en 

el ejército español, testificó que “huyeron 70.000 saharauis hacia los territorios del Tinduf, que está 

a 800 kilómetros del desierto, y les bombardearon con napalm, a mujeres, niños y ancianos. Fue 

espantoso”. Además de ello, envenenaron pozos y reprimieron a muchos que intentaban escapar. 

Actualmente hay recogidos muchos testimonios de lo que sucedió, como el de Marien Salec: “La 

primera bomba cayó sobre el hospital y alcanzó a Chaia y sacó su bebé y lo tiró a varios metros y 

Hurria, la española que estaba con ella, sufrió también una herida en la pierna. Toda la gente que 

estaba en aquella jaima considerada como hospital estaba muerta ó herida. Hubo familias que 

murieron todos y no quedó ni siquiera uno para contar lo que sucedió”. 

La violación de Derechos Humanos no terminaría con la invasión, muchas organizaciones 

internacionales como Human Right Watch, Asociación de Presos y Desaparecidos Saharauis, 

Amnistía Internacional o la Federación Internacional de Derechos Humanos; denunciarían la 

constante vulneración de los derechos del pueblo saharaui las siguientes décadas. 

Ha habido miles de desapariciones y arrestos arbitrarios, en los que se han llevado a cabo 

torturas y acciones degradantes contra saharauis, solo por ser saharauis. El Batal Lahbib, uno de 

los supervivientes a dichas experiencias testificó: “Estaba todo hinchado, no podía moverme. Me 

metieron una cuerda por uno de mis pies y me sacaron arrastras por las piedras y todo aquello. Una 

vez que me sacan de la fosa con la cuerda, los que estaban tirando de la cuerda, me cogieron y me 

llevaron a la otra fosa, a la que estaba rodeada de alambre de espino y focos. Había más gente allí. 

Me tiraron a la fosa. Allí se asesinaba a la gente. Cuando me metieron allí, había gente que no podía 

ver por culpa a causa de las torturas. A uno le habían quitado un ojo, otros estaban sin dientes, 

había gusanos en los cadáveres. Aunque conocieras a alguno de los que allí estaban, estaban 

irreconocibles”. Prueba de estas prácticas, son las fosas comunes llenas de cadáveres saharauis que 

se han encontrado en diferentes lugares del desierto. 
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La ONU expresaría en la Resolución 2654 del 2022: “alentando a las partes a trabajar con 

la comunidad internacional para desarrollar y aplicar medidas independientes y creíbles que 

garanticen el pleno respeto de los derechos humanos, teniendo en cuenta sus obligaciones 

pertinentes en virtud del derecho internacional, Alentando a las partes a que mantengan y den 

prioridad a sus respectivos esfuerzos para mejorar la promoción y protección de los derechos 

humanos en el Sáhara Occidental y en los campamentos de refugiados de Tinduf, incluidas las 

libertades de expresión y asociación”. En este texto, se reflejaría, aunque claro, muy tímidamente, 

que los Derechos Humanos no estarían siendo respetados en el Sáhara Occidental. 

Además de todo lo previamente mencionado, Marruecos ha realizado una alteración 

demográfica profunda en la región, está explotando los recursos naturales de la tierra (Saul, 2016), 

limita las posibilidades de desarrollo económico de los saharauis bajo su control, ha llevado a cabo 

expropiaciones de propiedades privadas y otras acciones que atentan contra los individuos y el 

colectivo saharaui, incumpliendo las normas del Derecho Internacional. 

La realidad es que los testimonios y evidencias acerca de las terribles violaciones de 

Derechos Humanos que se producen en el Sáhara Occidental a mano de Marruecos son tan 

extensas, que hay libros enteros dedicados a recogerlos. Se ha dado de forma continua hasta el día 

de hoy, y se estima que su gravedad a afectado de forma directa a todas las familias que allí se 

encuentran (Mundy, Western Sahara: War, Nationalism, and Conflict Irresolution, 2010). 

Recientemente la ONU exigió explicaciones a Marruecos por el trato que recibían presos 

saharauis, concretamente Al-Hussein Al-Bashir Ibrahim, Khatri Dadda y Naâma Asfari. En un 

escrito, observadores internacionales expresaban su “preocupación por las duras condiciones en las 

que se encuentran Al Bashir Ibrahim y Dadda. Destacamos sus traslados a prisiones más alejadas 

de su domicilio familiar, lo que reduce en gran medida la posibilidad de visitas. También nos 

preocupa la prohibición de visitas impuesta a la esposa de Asfari y la supuesta falta de cuidado 

durante su detención” (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, 2016). En su respuesta, el Estado marroquí califica de falsas las acusaciones que recibe, 

afirmando que todas las decisiones tomadas responden al orden jurídico marroquí, el cuál respeta 

los Derechos Humanos, y asegura que los presos saharauis mencionados, además de haber sido 

justamente juzgados, han recibido el trato y la asistencia que reciben todos los presos. 

 .  Legalidad y Jurisprudencia del Derecho Internacional en el Sáhara 

Occidental 

En todos los conflictos siempre existen al menos dos partes, con sus respectivas versiones 

y defensa, pero estudiando estos conflictos desde el Derecho Internacional, el baremo no se basa 

en lo que a cada parte le parezca o le interese sino en la establecido previamente como legal.  

Después de haber revisado cuál es la postura y las reivindicaciones de las diferentes partes 

del conflicto (así como sus apoyos), y haber establecido la base de los derechos de los saharauis de 

acuerdo con el Derecho Internacional, concluiremos cuál es la situación del Sáhara Occidental 

atendiendo a la legalidad internacional. 



Diego De Ricardo Santa Cruz 

29 

 

En 1945, cuando se firma la Carta de las Naciones Unidas, se especifica en su primer 

artículo que “Los propósitos de las Naciones Unidas son: Fomentar entre las naciones las relaciones 

de amistad basadas en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre 

determinación de los pueblos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal”. 

En la resolución 2625 de la Asamblea General de las Naciones Unidas se regula la libre 

determinación de los pueblos, en ella se establece que “El territorio de una colonia u otro territorio 

no autónomo tiene, en virtud de la Carta de las Naciones Unidas, una condición jurídica distinta y 

separada de la del territorio del Estado que lo administra, y esa condición jurídica distinta y 

separada conforme a la Carta existirá hasta que el pueblo de la colonia o territorio no autónomo 

haya ejercido su derecho de libre determinación de conformidad con la Carta y, en particular, con 

sus propósitos y principios”. 

Como mencionamos previamente, en 1975 el Tribunal Internacional de Justicia ante la 

petición de Marruecos dictaminó respecto de la situación del Sáhara Occidental: “La Corte, llegó 

a la conclusión de que los elementos e informaciones puestos a su disposición, no demostraban la 

existencia de ningún vínculo de soberanía territorial entre el territorio del Sahara Occidental, por 

una parte, y el Reino de Marruecos o el complejo mauritano, por la otra. Por lo tanto, la Corte no 

comprobó la existencia de vínculos jurídicos capaces de modificar la aplicación de la resolución 

1514 (XV) en lo que se refiere a la descolonización del Sahara Occidental y, en particular, a la 

aplicación del principio de libre determinación mediante la expresión libre y auténtica de la 

voluntad de las poblaciones del territorio”.  

De esto podemos afirmar que antes de que se produjera la Marcha Verde, atendiendo al 

Derecho Internacional, el Sáhara Occidental era un territorio no autónomo y su población tenía el 

derecho a la libre determinación. En la doctrina se enfatiza la claridad de este caso a la luz del 

Derecho Internacional (Franck, 1976). 

Llevada a cabo la Marcha Verde, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas condenó 

la acción inmediatamente instando a la retirada de las personas introducidas por Marruecos en la 

región, lo hizo a través de su Resolución 380 de ese mismo año. En la Resolución 34/37 la 

Asamblea General de las Naciones Unidas dictaría: “Reafirmando el derecho inalienable del pueblo 

del Sáhara occidental a la libre determinación y a la independencia de conformidad con las 

disposiciones de la Carta de NNUU y con los objetivos de la Resolución 1514 (XV). Deplora 

profundamente la agravación de la situación, como consecuencia de la persistente ocupación del 

Sáhara Occidental por Marruecos. Pide encarecidamente a Marruecos que participara también en 

la dinámica de paz y pusiera fin a la ocupación del Territorio del Sáhara Occidental. Recomienda 

a tal efecto, que el Frente POLISARIO, representante del pueblo del Sáhara Occidental, participe 

plenamente en toda búsqueda de una solución política justa, duradera y definitiva de la cuestión 

del Sáhara Occidental, de conformidad con las resoluciones y declaraciones de NNUU”; 

condenando claramente la presencia de Marruecos como una ocupación de la región.  

La Resolución 1514 (XV) citada en la previa Resolución mencionada, establece que “La 

sujeción de pueblos a una subyugación, dominación y explotación extranjeras constituye una 

denegación de los derechos humanos fundamentales, es contraria a la Carta de las Naciones Unidas 

y compromete la causa de la paz y de la cooperación mundiales”. 
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Teniendo en cuenta todo esto como base legal aplicable al conflicto en el Sáhara Occidental, 

observamos la jurisprudencia internacional acerca de este conflicto, revisando las sentencias y 

autos de los siguientes órganos internacionales: Tribunal Internacional de Justicia de la Haya, 

Tribunal General de la Unión Europea, Tribunal de Justicia de la Unión Europea y Tribunal 

Supremo de Sudáfrica. De todos ellos podemos extraer una conclusión clara y unánime: Marruecos 

no es soberano sobre el Sáhara Occidental, territorio que ocupa ilegítima e ilegalmente, a costa de 

violar los derechos de la población indígena saharaui (Ruiz Miguel, 2012). 

 .  Mecanismos de la ONU para proteger los derechos de los saharauis 

Dentro de la ONU existe un organismo encargado con la misión específica de mantener la 

paz y la seguridad internacional, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (Scheffer, 2023). 

Este organismo, está compuesto por 15 miembros, entre los cuales hay 5 miembros 

permanentes (Federación de Rusia, Reino Unido, Estados Unidos, China y Francia); y 10 miembros 

no permanentes cuyos lugares son ocupados por países elegidos por los Estados dentro de las 

Naciones Unidas. 

Las funciones de este organismo, así como las diferentes formas de actuación que tiene, se 

encuentran establecidas en la Carta de las Naciones Unidas.  

En el capítulo VI desde el artículo 33 hasta el 38 se especifica todo lo relacionado al arreglo 

pacífico de controversias. En estos artículos se hace mención de la resolución de conflictos a través 

de “la negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, 

el recurso a organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos de su elección”.  También 

se menciona la Corte Internacional de Justicia, como organismo al que remitir un conflicto entre 

partes con el fin de buscar una solución justa para ambas partes (Trindade, 2011). 

En el capítulo VII se encuentran otras acciones que el Consejo de Seguridad podría llevar 

a cabo, entre las que se encuentran la imposición de sanciones, y el uso de la fuerza como última 

opción en caso de que todas las vías pacíficas hubieran fallado. El artículo 42 establece que “Si el 

Consejo de Seguridad estimare que las medidas de que trata el Artículo 41 pueden ser inadecuadas 

o han demostrado serlo, podrá ejercer, por medio de fuerzas aéreas, navales o terrestres, la acción 

que sea necesaria para mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales. Tal acción 

podrá comprender demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por fuerzas aéreas, 

navales o terrestres de Miembros de las Naciones Unidas”. 

Un detalle muy importante del funcionamiento del Consejo de Seguridad y la forma en la 

que puede intervenir militarmente en los conflictos, se encuentra en el artículo 27.2 y 27.3 de la 

Carta de las Naciones Unidas, que dice: “Las decisiones del Consejo de Seguridad sobre cuestiones 

de procedimiento serán tomadas por el voto afirmativo de nueve miembros. Las decisiones del 

Consejo de Seguridad sobre todas las demás cuestiones serán tomadas por el voto afirmativo de 

nueve miembros, incluso los votos afirmativos de todos los miembros permanentes”. Ello quiere 

decir que para llevar a cabo decisiones que no sean de procedimiento, es necesario el voto 

afirmativo de los 5 miembros permanentes. Esto significa que para tomar decisiones que impliquen 

sanciones o el uso de la fuerza para solucionar algún conflicto concreto, cada uno de los miembros 
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permanentes tendría una especie de derecho a veto, por el cual, podría impedir cualquier acción 

que se haya propuesto (Creed, 2022). En estos casos, la Asamblea General se puede pronunciar, 

aunque ello no podría llevar a una acción militar, además, a diferencia de las resoluciones del 

Consejo de Seguridad, las resoluciones de la Asamblea General no son vinculantes. 

Teniendo en cuenta que de los 5 miembros permanentes del Consejo de Seguridad, uno de 

ellos es relativo simpatizante de Marruecos (Rusia), y otros dos son aliados importantes 

públicamente declarados a favor de la propuesta marroquí para el Sáhara Occidental (Estados 

Unidos y Francia), podemos entender por qué pese al fracaso de todas las vías pacíficas propuestas 

por la propia ONU, el Consejo de Seguridad nunca ha decidido intervenir militarmente para 

solucionar el conflicto protegiendo los Derechos Humanos del pueblo saharaui, y seguramente 

nunca lo hará (Zoubir Y. H., 2018). 

 

CONCLUSIÓN  

El pueblo saharaui nunca pudo ejercer su derecho a la libre determinación porque el 

momento en el que esto iba a suceder, fueron invadidos por Marruecos. Durante y después de esta 

invasión, y hasta la actualidad, los derechos del pueblo saharaui, y específicamente los Derechos 

Humanos de los saharauis, han sido sistemáticamente violados. El problema entonces podría 

sintetizarse como la continua violación de los derechos del pueblo saharaui a causa de la ocupación 

ilegal de Marruecos. 

De acuerdo con el Derecho Internacional, quien primeramente tenía proteger al pueblo 

saharaui de la invasión de Marruecos debió ser España. Sin embargo, debido a la delicada situación 

política que atravesaba España en el momento en el que se dio la Marcha Verde, esta, decidió 

abandonar al vulnerable pueblo saharaui a su suerte, firmando un acuerdo declarado como ilegal 

por el Derecho Internacional (Ruiz Miguel, Global Politics and Law, 2022), vulnerando además 

algunos de los tratados que España había firmado hasta ese momento. Por ello, concluyo que los 

principales responsables de que los saharauis todavía hoy estén así son Marruecos y España. Uno 

por invadir el Sáhara Occidental, y otro por haber retirado el ejército de la zona en lugar de proteger 

a su gente, para al menos tratar de impedir que se llegara a la situación en la que hoy nos 

encontramos. 

Por otro lado, la comunidad internacional debería haber intervenido en esta situación de 

forma efectiva desde hace ya mucho tiempo. Realmente se han agotado todas las vías pacíficas 

para solucionar el conflicto, y actualmente podríamos decir que el futuro nunca tuvo un tono tan 

oscuro para los saharauis. En unos meses se cumplirán 50 años desde la invasión de Marruecos, 

significa que los jóvenes saharauis veinteañeros que se exiliaron al desierto por lo que pensaron 

que sería algo temporal, en caso de seguir vivos, hoy tienen más de setenta años, llevan una vida 

entera encerrados en campos de refugiados sin ninguna esperanza de que sus nietos tengan un 

destino diferente.  

Podría decirse que con diálogo no se ha llegado a nada, pero no sería cierto, por el diálogo 

los saharauis han visto como sus derechos y libertades se han aplastado sistemáticamente por casi 

cinco décadas. Un diálogo que ha durado medio siglo y ha sido inútil para resolver el conflicto, es 
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toda la “acción” que la comunidad internacional ha llevado a cabo en favor de solucionar su 

situación. Después de sumar cientos de (hasta ahora) inútiles documentos entre informes, 

resoluciones de la Asamblea General y resoluciones del Consejo de Seguridad, es necesario y 

urgente que la ONU vaya un paso más allá, al menos imponiendo sanciones comerciales a 

Marruecos hasta que no le salga económico seguir ocupando el Sáhara Occidental, y en caso de 

que esto no funcione, intervenir militarmente para lograr la liberación y protección del pueblo 

saharaui. Como ya mencionamos previamente, siendo Francia y Estados Unidos aliados de 

Marruecos, y debido al sistema de votación del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 

resulta ilusorio pensar que esto vaya a suceder. 

Por su parte, los Estados miembros de las Naciones Unidas, en respuesta al espíritu y la 

redacción de la Carta de las Naciones Unidas, deberían solidarizarse con la causa saharaui y 

sancionar a Marruecos congelando sus relaciones y acuerdos económicos, hasta que el Estado 

marroquí desocupe el Sáhara Occidental, algo que hasta ahora no ha sucedido. 

España debería asumir sus responsabilidades con el pueblo saharaui, al menos aquellas 

establecidas por el Derecho Internacional, las cuales en su momento aceptó cumplir. En línea con 

estas responsabilidades, debe presionar a Marruecos por todas las vías posibles para que se retire 

del Sáhara Occidental, asumiendo las consecuencias de lo que este conflicto pudiera implicar. Esto, 

tampoco ha sucedido. 

En el hipotético escenario de que a través de la cooperación internacional se lograra 

presionar a Marruecos para salir del Sáhara Occidental, o finalmente se le tuviera que expulsar a la 

fuerza, se debe continuar con los esfuerzos realizados por la MINURSO para llevar a cabo un 

referéndum de libre determinación para el pueblo saharaui. Deberá considerarse para participar en 

esta votación únicamente a los descendientes de saharauis y no a todos los marroquís introducidos 

en la región durante estas décadas, tomando como referencia el censo realizado por España en 

1975. 

Terminando mi conclusión, la comunidad internacional debería hacer algo, algo que vaya 

más allá de escribir resoluciones y hacer declaraciones del todo inservibles. Podemos confirmar la 

hipótesis de la inacción que se ha llevado a cabo por parte de la comunidad internacional, viendo 

que, en el mejor de los casos, sus actos han sido pobres, tímidos e irrelevantes. Actualmente el 

pueblo saharaui parece haber recibido la espalda y la indiferencia de la comunidad internacional, 

la cual, no está haciendo nada para llevar a cabo cualquier medida realmente efectiva, dándole un 

trato al pueblo saharaui como si de un grupo de pobres descartables en un desierto sin importancia 

se trataran. 
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